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Este trabajo de investigación presenta una serie de disertaciones a propósito de 
la negación de la aplicación del Principio de Oportunidad en el momento en el que los 
Niños, Niñas o Adolescentes son víctimas de delito como procedimiento especial, la 
cual fue manifestada por el legislador en el artículo 199 de la ley 1098 de 2006.  
A lo largo del documento se busca comprobar que la negación de dicho 
principio, aunque se ampara en el precepto constitucional que cita que los derechos de 
los niños está por encima de todos los demás derechos, va en contra de uno de los 
principales objetivos del derecho penal, el cual se concentra en solucionar el conflicto 
social generado por los delitos en el Estado colombiano, caracterizado por ser social y 
democrático. 
Así, el trabajo se dividió en tres procesos fundamentales que consistieron, en 
primer lugar, en determinar el alcance del artículo 199 de la Ley 1098 de 2006 (Código 
de Infancia y Adolescencia) en el Estado colombiano, sus características e 
implicaciones. 
En segundo lugar, se buscó analizar la solución del conflicto social producido 
por el delito, todo como un fin del Derecho Penal; así como el concepto de 
resocialización del sujeto procesado, es decir, la revinculación social del reo al seno de 
la vida social.  
También se buscó hacer un estudio de tipo jurídico, de índole explicativo, sobre 
la no aplicación del Principio de Oportunidad cuando los Niños, Niñas o los 
Adolescentes son víctima de delitos como procedimiento especial en un Estado Social y 
Democrático de Derecho. 
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Esto se ve reflejado en la intención de las autoras por exponer argumentos a 
favor y en contra de la no aplicación del principio de oportunidad en la cuestión 
anteriormente mencionada, por medio de una investigación juiciosa, específica y 
concreta de la norma jurídica, la jurisprudencia y la doctrina. 
Por consiguiente, se utilizó un método de análisis y síntesis, con el cual se 
pretendió descomponer el objeto de estudio en conceptos, características, favoribilidad 
y/o desfavoribilidad de aplicación y finalmente, sus consecuencias tanto positivas como 
negativas. 
Además, es importante señalar que para tal fin se utilizaron fuentes secundarias, 
como el análisis de la utilización de normas, de ensayos, investigaciones; así como 
fuentes terciarias, de diferentes autores, quienes postularon ideas tanto a favor como 
contrarias a la defendida en esta investigación; pero en especial, el análisis de 
jurisprudencia y leyes, pilares de este trabajo. 
Todo este trabajo se realizó con el fin de que, sin desmeritar la protección 
especial que deben recibir los menores, se busque también la protección de las garantías 
de los acusados por una acción penal ya que a pesar de su conducta punible, siguen 
siendo ciudadanos a los que el Estado también les debe garantizar sus derechos. 
De igual forma, sirve para los intereses del derecho penal colombiano, 
especialmente en dos aspectos: el primero, relacionado con su objetivo de hacer del 
derecho una doctrina más humanizante, y segundo, descongestionar el sistema penal. 
Finalmente, es preciso señalar que esta investigación le ayuda a la sociedad a 
tener una visión menos violenta del proceso penal y al mismo tiempo, entender que la 
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Capítulo 1. Generalidades del trabajo 
En este primer capítulo se pretende hacer una introducción concreta a la 
investigación en la que se presentan tanto el problema que dirigió la misma, las razones 
por las cuales un trabajo como este es pertinente en el marco de la doctrina jurídica, los 
objetivos buscados y los antecedentes de la investigación. 
De esta manera se logra establecer un panorama concreto en el que se encuentra 
el principio de oportunidad en Colombia, realizado a través de lo que propone la teoría, 
la jurisprudencia, así como la visión que tiene la sociedad sobre él, además del 
desempeño que aquel ha tenido en la nación. 
1.1 Hacia un problema del principio de oportunidad 
El artículo 199 de la Ley 1098 de 2006 (El Código de Infancia y Adolescencia) 
presenta en su texto diferentes condiciones acerca del procedimiento penal sobre delitos 
cometidos hacia niños, niñas y/o adolescentes. 
Explícitamente, hace referencia a “los delitos de homicidio o lesiones personales 
bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o 
secuestro…” (Art. 199 Ley 1098 de 2006) en donde se resalta en el numeral tres que 
cuando la víctima sea un niño, una niña o un adolescente, “no procederá la extinción de 
la acción penal en aplicación del principio de oportunidad” (Art. 199 Ley 1098 de 
2006). 
Es decir, mientras el delito sea cometido bajo las condiciones establecidas por el 
artículo 199 que se mencionaron en el párrafo inmediatamente anterior, no procederá la 
posibilidad de que un juez de control de garantías o que la fiscalía apruebe, sugiera, la 
aplicación del principio de oportunidad para el acusado. 
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El legislador se manifestó de esta manera en tanto que de acuerdo con la 
Constitución Política de Colombia, “los derechos de los niños prevalecen sobre los 
derechos de los demás” (Art. 44 C.P) y es ratificado por la Corte en diferentes 
sentencias (Sentencia T-1015/10 T-036/13; T-024-14) al manifestar que los niños y las 
niñas son sujetos de especial protección constitucional.  
No obstante, sería válido hacer una revisión del artículo 199 de la Ley 1098 de 
2006 puesto que si bien es cierto que a los niños, las niñas y los adolescentes se les debe 
certificar que se les va a proteger sus derechos, además de que se les debe proteger de 
cualquier tipo de vulneración, también deben protegerse los derechos del acusado, quien 
también es un ser humano, para poder así darle un claro y efectivo proceder a las partes. 
Por ende, es de gran preocupación establecer cuáles son los límites del principio 
de oportunidad cuando los menores son víctimas de delitos especiales, así como 
determinar si realmente se cumple con la solución del conflicto como una causal del 
delito y si el Estado, a través de sus figuras normativas, garantiza un verdadero y justo 
procedimiento. 
En este orden de ideas y de acuerdo con lo mencionado anteriormente, valdría la 
pena preguntarse, con la negación de la aplicación del Principio de Oportunidad cuando 
los Niños, Niñas o Adolescentes son víctimas de delitos como procedimiento especial, 
¿se cumple con la solución del conflicto social generado por el delito como fin del 




1.3 ¿Por qué estudiar el artículo 199 del Código de Infancia y Adolescencia? 
La realización de una investigación que estudie el alcance del artículo 199 del 
Código de Infancia y Adolescencia, así como de la pertinencia de la aplicación del 
principio de oportunidad a quienes hayan cometido un delito contra niño, niña o 
adolescente, en primer lugar, permite validar para un país como Colombia, los objetivos 
y metas del derecho penal. 
Específicamente, puede ayudar a orientar la toma de fallos para reducir el 
impacto punitivo y así, poder impulsar el avance del Estado. Además, llega a servir de 
punto de vista alterno para ayudar a regular la potestad punitiva del Estado y así 
conseguir que se aseguren valores elementales sobre los cuales descansa la convivencia 
humana pacífica. 
Por otro lado, este trabajo es pertinente para la sociedad en tanto que ejercer un 
control de garantías efectivo para los acusados, puede ofrecerles una mayor protección 
de sus derechos y un cambio de perspectiva social sobre el procedimiento penal. 
Además, es importante puesto que ayuda a delimitar qué significa a ciencia 
cierta el Principio de Oportunidad y cuáles son sus alcances dentro del marco legal del 
país. Por otro lado, ayuda a delimitar qué significa la acción penal, originada en un 
delito y que supone la imposición de un castigo con soporte a lo establecido en la 
norma, es decir, es el punto de partida del proceso judicial y debe ser el Estado quien 
asuma la defensa y el resarcimiento del daño causado. Por ello, se presume que el 
Estado supone un ejercicio de poder, visto este desde la perspectiva de restablecimiento 
de un conflicto social que fue alterado por la comisión de un delito.  
De acuerdo con lo señalado anteriormente, es pertinente para los intereses de las 
autoras saber si realmente se aplica o no esta acción penal en Colombia, partiendo del 
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objetivo principal que es la solución del conflicto, aun cuando se haga referencia a 
niños, niñas o adolescentes. 
Paralelamente, sirve para determinar el alcance del artículo 199 de la Ley 1098 
de 2006, en cuanto a la no aplicación del Principio de Oportunidad, partiendo de la 
expedición de la Ley de Infancia y Adolescencia, en donde se instituyeron varias figuras 
de alcance penal, orientadas a brindar un ámbito de protección. 
Igualmente, brinda una posición distinta de análisis sobre la solución del 
conflicto social generado por el delito como un fin del Derecho Penal, partiendo desde 
lo que significa y sus implicaciones en la vida social. Además, hace mella en la Acción 
penal de un proceso en cuanto a delitos especiales se refiere, en donde la victima de 
dicha acción son los niños, niñas y adolescentes. 
Aclarando que esta solución del conflicto no debe ser una medida acomodada al 
principio general de legalidad, es decir, que se aplique solo como consecuencia del 
arbitrio, sino que sea determinado por las consecuencias que el hecho punible delimita, 
en especial, cuando los menores deben tener todo el reconocimiento, específicamente de 
parte del Estado. 
También se constituye en un punto de partida para hablar de la igualdad porque 
si bien la protección del menor es importante para los intereses no solo estatales sino 
sociales en general, asimismo debe haber un debido proceso para el victimario, máxime 
cuando el delito es doloso más no culposo, en donde se le presten todas las garantías 
necesarias y a las que constitucionalmente, tiene derecho. 
También ayuda a determinar la naturaleza y las condiciones de la no aplicación 
del Principio de Oportunidad mientras haga referencia a los victimarios que hayan 
incurrido en una conducta punible contra niños, niñas y adolescentes, en contra de su 
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libertad, de su integridad o bien, de su formación sexual; concebido esto como una 
manera especial de proceso acomodado para reaccionar frente a la criminalidad, ya que 
se debe partir del supuesto de la protección integral, bajo el marco de la Ley 1098 de 
2006, la cual, en su artículo 7 reza lo siguiente:  
“Art. 7. Se entiende por protección integral de los niños, niñas y 
adolescentes el reconocimiento como sujetos de derechos, la garantía 
y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o 
vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en 
desarrollo del principio del interés superior a los menores (…)”. (Art. 
7. Colombia. Constitución Política). 
Lo anterior, desde la comprensión de que la norma debe contemplar dicha 
premisa desde el bloque de Constitucionalidad y sin perder de vista el interés superior 
que enviste el proceso especial frente a delitos contra menores.  
1.4 Objetivos de la investigación 
Con el ánimo de que el lector tenga claridad sobre los objetivos que buscó el 
desarrollo de este trabajo investigativo, a continuación se describen concretamente para 
dejar en claro los intereses del mismo. En primer lugar, el objetivo más importante del 
trabajo fue establecer si la no aplicación del Principio de oportunidad en cuanto a los 
Niños, Niñas o los Adolescentes que son víctimas de delitos como procedimiento 
especial en efecto hace que no se cumpla con el fin del Derecho Penal de solucionar del 
conflicto social generado por el delito en un Estado Social y Democrático de Derechos 
como lo es el Colombiano. 
Por otro lado, se buscó determinar el alcance del artículo 199 de la Ley 1098 de 
2006 (Código de Infancia y Adolescencia), así como analizar la solución del conflicto 
social como un fin del Derecho Penal generado por el delito y finalmente, estudiar la no 
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aplicación del Principio de Oportunidad cuando los Niños, Niñas o los Adolescentes son 
víctima de delitos como procedimiento especial en un Estado Social y Democrático de 
Derecho. 
1.5 Antecedentes 
En este apartado se busca presentar un marco general de las principales 
investigaciones y documentos que han trabajo la temática de aplicación del principio de 
oportunidad en Colombia y que sirvieron de referencia para el desarrollo de esta 
investigación. 
En primer lugar, uno de los textos más referidos a la temática planteada en este 
trabajo, es el llamado “La discrecionalidad en el ejercicio de la Acción penal frente a los 
fines del Proceso Penal en el Estado Social y Democrático de Derecho”, escrito por el 
Doctor Alfonso Daza González (2011); en donde se delimitan los contextos en los que 
se considera legalmente un Estado Social de Derecho, con los fines consagrados a nivel 
Constitucional, delimitando los pro y los contras desde la misma referencia legal, a 
través de la línea del tiempo en cuanto al papel que juega el Estado frente al desarrollo 
de la Acción penal. 
Paralelamente, se encuentran los textos del autor Ricardo Molina López (2009, 
2012), en donde se presenta un análisis comparado del Principio de Oportunidad, 
enfocado en el evento en el que los menores estén involucrados en procesos penales 
como sujetos activos y pasivos de la misma acción penal. 
De igual manera, está la revista Jurídica, “El principio de Oportunidad en el 
Nuevo Sistema Penal Acusatorio”, del autor Vicente Orejarena (2008), en donde se 
presenta una idea general de lo que significa el Principio de Oportunidad bajo la 
disposición de la Acción Penal en un conflicto de competencias, que desde cierta 
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mirada, tiene la Fiscalía, ya que es quien toma la decisión de interponer o hacer valer 
dicho principio y estaría interviniendo en el accionar del juez.  
De esta manera se desvirtúa el procedimiento penal y dentro de esta rama del 
derecho, queda cojo frente a la pregunta ¿si es procedente aplicar o no el Principio de 
Oportunidad frente a la circunstancia de que los Niños, Niñas o Adolescentes sean 
víctimas del delito frente a la Acción Penal? tratándose de un efecto procedimental en el 
cumplimiento del restablecimiento que sin duda en el Derecho penal, se debe considerar 
como la solución de un determinado conflicto social. 
Frente a la producción de otras teorías orientadoras de la investigación 
perseguida, se ha conseguido que el principio de oportunidad se ha definido de la 
siguiente manera: 
“Aquél mediante el cual se autoriza al fiscal a votar entre elevar la 
acción o abstenerse de hacerlo -es archivando el proceso- cuando las 
investigaciones llevadas a cabo conduzcan a la conclusión de que el 
acusado con gran probabilidad, ha cometido un delito” (De Armenta, 
1991). 
Frente a esta posición, se considera que el principio de oportunidad debe ser 
específico y dirigido a los procedimientos, por lo que dentro del marco que en este 
trabajo se ha dispuesto, no se estaría cumpliendo con el fin del Estado que busca 
asegurar la eficiencia de los principios, ni con el principio de legalidad ni el de la 
seguridad jurídica. 
Por consiguiente, se debería aplicar el principio de oportunidad para que no se 
desvirtuaran los principios anteriormente señalados, en pro de garantizar la convivencia 
pacífica y asegurar la permanencia del orden, promulgado por la carta magna que es la 
fuente del mismo Derecho en todas y cada una de sus formas. 
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Por otra parte, para Torres (2001), el principio de oportunidad, se entiende 
como:  
“Un postulado rector que se contrapone excepcionalmente al principio 
de legalidad procesal, con el propósito de conseguir una mejor 
oportunidad de justicia, facultando al Fiscal, titular de la Acción 
Penal, decidir si es procedente de no dar inicio a la actividad 
Jurisdiccional Penal.” (Torres, 2001, p.16). 
En relación con este postulado, es necesario decir que pareciera ser que se 
confunden los dos principios: el de oportunidad y el de legalidad. En el primero de 
ellos, existe delito pero no existe la acción penal, al menos visto desde la prevalencia y 
empoderamiento del mismo Estado Social de Derecho, en donde su mínimo común es la 
protección y la defensa de derechos; 
En cuanto al segundo, no existe delito sin previa norma, no existe pena sin Ley 
que la anteceda, no existe pena sin un previo juicio y no puede existir juicio sin una 
acción determinada para llevar a cabo el procedimiento penal en su totalidad. 
Tales diferencias son un vacío generador de la aplicabilidad del principio de 
oportunidad, las cuales producen que el procedimiento legal establecido por el mismo 
Estado, se desvirtúa y por ende, deja una brecha bien pronunciada que hace confundir 
los dos principios. 
De aquí se puede colegir que el objetivo principal del principio de oportunidad, 
se concentra en edificar la funcionalidad del principio de legalidad procesal, a su vez 
que este, proviene de la necesidad de que el mismo Estado garantice la protección de los 
Derechos Fundamentales; labor que se lleva a cabo por medio del bloque de 
constitucionalidad para la protección de los Derechos Fundamentales, ratificados por 
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Colombia en aras de la aplicabilidad de la norma, desde un contexto interno que está 
acorde con los sistemas de índole internacional.  
Con base en lo anterior, el principio de oportunidad está restringido por el 
legislador al constreñir su aplicabilidad, es decir, la no aplicabilidad, mientras se refiera 
a violaciones del Derecho Internacional Humanitario. Pero en dado caso, es una 
excepción que si bien debe ocupar un grado de atención por el contexto social que se 
vive en la actualidad y que afecta tanto a adultos como a menores, no es un caso 
particular enfocado a los delitos cuando los Niños, Niñas y Adolescentes son víctimas 
de infracciones.  
Para afianzar los argumentos anteriores, se debe analizar la aplicabilidad o la 
suspensión de la aplicación de este principio a la luz del Acto Legislativo 03 de 2002, 
en el que se manifestó lo siguiente: 
“Se dispuso que la Fiscalía General de la Nación está obligada a 
adelantar el ejercicio de la acción penal de los hechos que revistan las 
características de un delito, que lleguen a su conocimiento por una de 
las siguientes vías: denuncia, petición especial, querella o de oficio, 
“siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 
fácticas que indiquen la posible comisión del mismo”. 
 Por lo tanto, a la Fiscalía no se le permitirá ni suspender, ni interrumpir o 
renunciar al ejercicio de la acción penal, “salvo en los casos que establezca la ley para la 
aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política 
criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez 
que ejerza las funciones de control de garantías” (Gaceta del Congreso, 2002). 
Con este precedente, se impone lo expuesto a continuación: 
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“El principio de oportunidad presenta las siguientes características ( i ) 
es una figura de aplicación excepcional mediante la cual se le permite 
al fiscal suspender, interrumpir o renunciar al ejercicio de la acción 
penal; ( ii ) las causales de aplicación del principio de oportunidad 
deben ser establecidas por el legislador de manera clara e inequívoca; 
( iii ) debe ser aplicado en el marco de la política criminal del .Estado; 
y, ( iv ) su ejercicio estará sometido al control de legalidad por parte 
del juez que ejerza las funciones de control de garantías (Vargas, 
Clara. M.P. Sentencia C-673, 2005)”.  
Ciertamente, frente a lo señalado en esta Jurisprudencia es preciso señalar que al 
principio de oportunidad se le atribuye el objetivo de medir el empleo del aparato estatal 
en la persecución penal; no obstante, el vacío más grande se presenta cuando dentro de 
las características enunciadas, no se señala explícitamente los casos de dicha 
persecución; por ende, no sería racionable por los preceptos legales, dejándole esta tarea 
de discrecionalidad al mismos legislador, ya que este es quien debe establecer las 
razones (causales) de pertinencia de aplicabilidad de la oportunidad penal, sin velar por 
un orden específico, así como lo resalta el preámbulo de la Constitución en los 
preceptos inmersos en un Estado Social de Derecho. 
No obstante, Claus Roxin, citado por Melgarejo Barreto, señala lo siguiente: 
“es la contraposición teórica del principio de legalidad, mediante la 
cual se autoriza al fiscal a optar, entre elevar la acción o abstenerse de 
hacerlo archivando el proceso, cuando las investigaciones llevadas a 
cabo conduzcan a la conclusión de que el acusado con gran 
probabilidad ha cometido” (Melgarejo, 2006, p.124). 
Debido a esto, el Principio de Oportunidad termina por constituirse en una 
herramienta de política criminal y su pertinencia tendría que depender de directrices del 
Estado cuando se aplique la Justicia, ya que esta figura termina por convertirse en un 
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fallo en el que se decide dejar de lado un proceso penal a alguien, debido a causales de 
conveniencia generalizada. 
En efecto, se critica que esta figura conlleve a que el poder político condicione la 
aplicación de la norma, lesionando el principio de igualdad, así como el principio de 
división de poderes; en especial porque se trata de la toma de decisiones en el trascurso 
de una investigación, sin que –muchas veces- se tenga en cuenta el daño que se le 
ocasiona al victimario y de paso, a la víctima, más aun cuando esta es un niño, niña o 
adolescente. 
Además, hay que tener en cuenta que en muchas ocasiones el delito, como es 
nombrado, no alcanza a tener las características de los fines del derecho penal, es decir, 
solo se soporta en ser doloso mas no culposo, por ello, las penas deberían estar acordes 
con ello. Así se concibe entonces que el trámite debería verse tocado desde el mismo 
proceder que el Estado les ha prometido hacer cumplir, no solo a través de la expedición 
y efectividad de la norma, sino con el análisis profundo de los delitos especiales que se 
consagran de igual forma en el Código de Infancia y Adolescencia. 
Con ello se pasaría a determinar de manera subjetiva, mas no objetiva, por quién 
ejerce la aplicación o no de este principio, en la medida que la conducta puede ser 
delictiva o no, de acuerdo con el momento concreto del delito o en el caso concreto que 
una conducta antes tipificada deje de ser delito. 
Esto conlleva a que en el análisis se tengan que considerar una serie de 
consecuencias, entre las que aparece, en primera medida, la arbitrariedad en los casos 
acusados, como se ve en los que no se decide que exista culpabilidad, pese a que hayan 




En segundo término se atribuye la falta de control de este tipo de arbitrariedades, 
que como se ha mencionado anteriormente, pueden llegar a pasar por subjetivas, ya que 
el principal objeto de un Estado como el colombiano, es garantizar la seguridad jurídica 
para los ciudadanos en correlación con la previsibilidad de las autoridades judiciales y 
la consecuencia eminente de cómo se controla la misma. 
De acuerdo con este análisis, se podría aseverar que la actuación es ilegal y el 
control no cumple con su función, por lo que carece de criterios de referencia definidos 
de manera precisa, lo que conlleva a su vez a una inseguridad jurídica en la actuación de 
la Fiscalía.  
Además, el ciudadano afectado, en este caso el menor de edad -a través de sus 
tutores-, deben hacer caso omiso a la respuesta y consecuentemente, afectaría también al 
sujeto activo la garantía de sus derechos, en cuanto a que debe ser efectiva la solución 
de la protección de dichos derechos, cuando estos han sido violados o quebrantandos, 




Capítulo 2. El alcance del artículo  199 de la Ley 1098 de 2006 
El Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006), en su artículo 199, 
está relacionado con la no aplicabilidad del principio de oportunidad, lo cual implica 
que cuando los niños, niñas y adolescentes sean víctimas de delitos especiales, los 
acusados no podrán acceder a este tipo de beneficio, ni podrá ser aplicado. Esto se debe 
a que a constitucionalmente, los niños son de especial protección y sus derechos deben 
estar por encima de los derechos de los demás. 
Paralelamente, se debe tener en cuenta el estudio aplicado de la Sentencia C-738 
de 2008 para determinar el por qué el articulo objeto de estudio fue declarado exequible 
por la Corte Constitucional y es la fuente primordial del estudio para desvirtuar la tesis 
de la Jurisprudencia y la Doctrina de los diferentes autores estudiados. 
La Corte Constitucional en dicha sentencia ha definido los subrogados penales 
como medidas sustitutivas que se conceden a los individuos mientras que se efectúen 
los requerimientos estipulados por el legislador, en atención de la aplicación de una 
pena más favorable, en el contexto de la humanización del derecho penal y en busca de 
la resocialización del delincuente. 
Sin embargo, se precisa que en la sentencia citada, la alta corporación hace 
referencia a los mecanismos sustitutivos de la pena, indicando que la persona ya ha sido 
investigada y juzgada resultado por lo que se le ha impuesto una pena, sin obstar para 
que tal definición no pueda ser extendida por vía de interpretación a los distintos 
beneficios que se le puedan brindar al procesado en las fases de investigación y juicio, 
en torno a la aplicación de diferentes medidas e instituciones, las cuales también son de 
restringida aplicación en el artículo que se analiza. 
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Así las cosas, entre los distintos mecanismos sustitutivos y beneficios se 
destacan la libertad condicional, la detención domiciliaria, la medida de aseguramiento 
privativa de la libertad, en el lugar de residencia y las no privativas de la libertad, el 
principio de oportunidad, las rebajas con base en preacuerdos y negociaciones. 
Teniendo claro que es un mecanismo sustitutivo y un beneficio, el artículo en 
cuestión implica que estos no tiene cabida en los delitos de homicidio, secuestro, 
lesiones personales y delitos contra la libertad, integridad y formación sexual cometidos 
en niños, niñas y adolescentes, bajo la modalidad dolosa, lo cual cobija el dolo directo 
en primer o segundo grado o dolo eventual. 
El anterior alcance establecido por el legislador, tiene sustento en el amplio 
margen de configuración que este tiene en torno al establecimiento de requisitos para la 
procedencia de beneficios y mecanismos sustitutivos, así como en su autonomía para 
excluir su aplicación, que solo contraria el orden constitucional si su determinación es 
irracional o desproporcionada, lo cual no se puede evidencia a propósito de la 
prevalencia de los derechos de los niños, como sujetos de especial protección como lo 
ha dicho la jurisprudencia; no obstante, es debatible ante la negativa absoluta de aplicar 
el principio de oportunidad. 
Este principio debe ser aplicado taxativamente, pero en realidad existe un gran 
abismo en relación a que debe ser, primero, un precepto meramente constitucional 
porque es el fin de un Estado como el Colombiano; y por otra parte, mirar el grado de 
flexibilidad que la misma Jurisprudencia muestra para señalar que la mejor solución es 
la aplicación de este mecanismo, al menos cuando se trate de delitos especiales en 
donde los niños, niñas y adolescentes sean víctimas. 
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La Corte determinó en cuanto al artículo 199 de la Ley 1098 de 2006 que no se 
podría aplicar el Principio de Oportunidad mientras se presentara homicidio o lesiones 
personales dolosas. Tampoco podría ser aplicado mientras se cometieran delitos contra 
la integridad, la libertad o contra la formación sexual, o finalmente, si se secuestrara a 
Niños, Niñas o Adolescentes. 
Este criterio de la no aplicación se funda, según la providencia, en que se 
vulnera la vida, la integridad en todas sus formas y por conducente, para el Estado no es 
pertinente que se dé el evento de aplicar este principio ya que su único propósito es 
sancionar al infractor con una pena, pero no se determina porque no se observa por parte 
del Estado que el infractor, como es llamado, también es una persona que requiere de 
ciertos beneficios, pues se estaría hablando de la misma libertad que tanto se prodiga en 
la norma penal y en la Constitución y que si bien, él también necesita de un trato digno, 
a pesar incluso de sus conductas reprochables hacia los menores, pero también se debe 
respetar la constitucionalidad del principio de imparcialidad, del cual se desprende que 
las garantías procesales deben obedecer a la verdad y a la justicia, tanto de forma 
trasparente como adecuada jurídicamente, en donde se debe infundir a las partes 
objetividad para aplicar correctamente los preceptos constitucionales; en otras palabras, 
así el victimario haya sido el actor del injusto, él también tiene derecho a que se le 
respete su dignidad y sus condiciones humanas. 
Lo anterior teniendo en cuenta que el derecho es humanista, por lo que si a esta 
persona no se le otorga la facilidad del beneficio, el Estado incurriría en un injusto, al no 
permitirle un resarcimiento desde el punto de vista procedimental, resultando contrario a 
la Constitución. 
Si uno de los fines del Estado es velar por la protección de garantías de todos, 
sin distingo de los ciudadanos que hacen parte de un todo, así hayan cometido un 
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‘error’, (considerado así en el Derecho Penal Positivo), entonces ¿cómo no se 
constituiría este principio en una garantía? 
La falta de legitimidad en los principios anteriormente señalados sirve de prueba 
para señalar que sin principios, no podría haber constitucionalidad, es decir, 
constitución. 
Además de ello, hay que tener en cuenta que la Corte no declaró inexequible en 
su totalidad los numerales del artículo 199 del texto acusado, porque realmente sí 
existen vacíos que aún la Corporación no tiene cómo justificar en su medida, pues si 
bien se está frente a un Estado social y democrático este principio es facultativo; lo cual 
implica que si bien el Estado debe delegar, también debe hacerse partícipe de sus 
mismas responsabilidades y fines consagrados en la Constitución Política. 
Ahora bien, conforme a la interpretación de los numerales de la norma acusada 
Ley 1098 de 2006 en su artículo 199, se deja claro que el fin es la protección de los 
derechos; frente a este argumento se puede colegir, que cuando es negada la aplicación 
del principio, para los delitos que se enuncian en el mismo compendio normativo, el 
Sistema Acusatorio, deshumaniza a los objetivos tanto del Estado Social y Democrático, 
como los del Derecho Penal, incurriendo en el agravio de desconocer el principio de 
igualdad del imputado. 
Por otro lado, si es el Estado quien debe prever garantías para la protección de 
los Derechos que él mismo promulga a través de soluciones prontas a la situación del 
procesado, no deben ser eliminadas las instituciones que posibilitan la resolución de la 
situación jurídica de los inculpados.  
Siempre que no se mantengan los diferentes acuerdos, se ha pronunciado la 
corte, no habría una adecuada humanización del proceso penal. Tampoco consentiría 
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que se impartiera justicia dentro de un plazo de tiempo conveniente, además de que no 
ayudaría a la resolución del conflicto social y mucho menos, a la indemnización de las 
víctimas. 
En conclusión a las críticas realizadas contra los argumentos de la jurisprudencia 
y la doctrina, se resume en examinar “que el Estado en cuanto juzgador no puede 
cumplir con las promesas que hace como legislador” (De Armenta, 1991). 
A esto hay que sumarle que las medidas deben ser concertadas con el 
adolescente; no sólo con ocasión de la norma rectora contenida en el artículo 25, según 
la cual “en toda actuación administrativa judicial o de cualquier otra naturaleza en que 
estén involucrados los niños, las niñas y los adolescentes, tendrán derecho a ser 
escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas en cuenta” (Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (o de Estrasburgo) en el caso conocido como V y T c., 1999, 
p.357), sino por cuanto una carga impuesta en contra de esta previsión podría 
considerarse como un trabajo forzado, proscrito en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales. 
Igualmente, debe considerarse que los debates aquí sostenidos, en relación con 
los argumentos que sostiene la jurisprudencia y la doctrina en cuanto a la Ley 1098 de 
2006 “Código de Infancia y Adolescencia”, reseñada en “el Principio (de Oportunidad) 
no es sólo para extinguir la acción penal sino que el juez además puede interrumpirla o 
suspenderla” (Corte Constitucional, Sentencia C-033 del 23 de enero de 2008. M.P. 
Jaime Córdoba Triviño), por lo que se puede inferir que no hay por qué negar esta 
garantía de rango Constitucional. 
Por consiguiente, la aplicación del principio de oportunidad, en lo señalado en el 
texto - caso concreto- , se está proporcionando de acuerdo con los planteamientos de la 
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legalidad en un justo, oportuno, claro a las partes en cuanto a los efectos, es decir que si 
la norma deja vacíos, el investigador los enlise y los explique, para no ser negado este 
principio que es un soporte legal que debe poseer todo ciudadano, sin exclusión. 
Por ende, es justo y pertinente que se hagan estos señalamientos a la norma en 
comento, puesto que viola tanto el principio del debido proceso en todas sus formas, así 
como el de igualdad. Esto porque la norma no debería ser excluyente en los efectos que 
la misma presta al servicio de los sujetos que hacen parte de un proceder acorde con un 
Estado social, cuyo fin primordial, como se verá más adelante, es garantizar Derechos. 
No obstante, es necesario primero hacer una descripción de lo que es el principio 
de oportunidad, su alcance y dimensiones, pero en especial, su alcance dentro del marco 





2.1 Principio de oportunidad cuando los niños, niñas o adolescentes son víctimas de 
delitos como procedimiento especial 
Dado que el principio de oportunidad se puede entender de distintas maneras de 
acuerdo con el país, la historia y el contexto en el que se desarrolle, se hace necesario 
poner el concepto en el lugar que aquí corresponde. 
2.1.1 Marco Histórico. 
La figura del principio de oportunidad fue introducida en el ordenamiento del 
país en el precepto Constitucional, el cual nace como “un instituto procesal atención al 
cual, bajo ciertas circunstancias, puede prescindírsele enfilar el aparato estatal hacia el 
castigo” (Daza, 2004). 
Esta figura procesal fue incorporada en el Acto Legislativo No. 003 de 2002 
modificándose los artículos 116, 250 y 251 de la Constitución Nacional para dar 
nacimiento al Sistema Penal Acusatorio - Ley 904 de 2004-. Este salto de evolución 
tiene sus inicios en el Procedimiento Penal, a partir del sistema inquisitivo, el cual se 
fundaba en dos concepciones totalmente opuestas: la primera de ellas, el carácter 
absoluto de la acusación en cuanto a la indagación de conductas punibles; y en segundo 
lugar, la institución de una Política Criminal del Estado que le posibilite a los Fiscales 
enunciar o negar una imputación a favor de alguna conveniencia para la sociedad que 
estuviera constituida de manera legal, además de a y instituida dentro de un contexto 
estatal.  
Por estas dos razones, tan disímiles en cuanto a su propósito penal, surge la 
necesidad de la creación del Acto Legislativo N° 003 de 2002, el cual reformó el 
artículo 250 de la Constitución Política de 1991, en cuanto a las funciones del agente de 
la Fiscalía General de la Nación. 
28 
 
Con base en ello ordenó implementar el Sistema Acusatorio expidiéndose la Ley 
906 de 2004 “Nuevo Código de Procedimiento Penal”, sobre la que se implantó la 
figura del principio de oportunidad, en donde se señalan las causas y los requerimientos 
para su aplicación, como respuesta a la Política Criminal Estado. 
Aquí se delegó la labor al Fiscal general de la Nación para aplicar este precepto, 
ejerciendo la Acción Penal y realizando la indagación de los hechos a propósito de un 
delito que esté en su conocimiento, a través de múltiples formas como la denuncia, la 
querella, entre otras. 
La aplicación del principio de oportunidad está sujeta a la Política Criminal del 
Estado, es decir, la investigación penal no solo es efectuada por la Fiscalía General de la 
Nación, por lo que debe ser tomada en común acuerdo con la Presidencia de la 
Republica, determinando la prioridad grave o leve del delito a tratar e investigar.  
En este caso el Fiscal juega a la vez el papel de investigador e instructor del 
caso, funciones que terminan en preclusión o acusación. Así pues que durante la etapa 
de investigación, el Fiscal además de recoger pruebas, también valora esta, bien para 
prelucir, bien para acusar, en donde ejerce una doble función de Fiscal y Juez, en donde 
existe un gran vacío normativo de las competencias de funciones en mismo 
cumplimiento de Legalidad de un proceso penal, frente a la misma Acción Penal. Por 
ello, al ser discrecional el principio, se confunde con la misma legalidad en cuanto al 
proceder de la Fiscalía. 
Como ya se anotó, el surgimiento del principio de oportunidad se da desde un 
margen legal y constitucional; se podría caracterizar de la siguiente manera:  
“El principio de oportunidad – o, lo que es lo mismo, la facultad 
discrecional para perseguir a los criminales o presentar la acusación en 
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el proceso penal por parte de la fiscalía – siempre y cuando se 
implementen controles adecuados, es un instrumento de política 
criminal que favorece la consecución de los fines esenciales del 
Estado Social de Derecho y que se aviene, con más armonía que la 
necesidad en la acusación, al sistema acusatorio y a la garantía de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos, tanto víctimas como 
victimarios” (Mestre, 2003, p.18). 
La mencionada figura surgió en los países Europeos con régimen penal mixto y 
en Colombia, surgió como una respuesta rígida que existía con la Ley 600 en un sistema 
inquisitivo, al pasar al acusatorio en el ejercicio de la Acción Penal, a manera de 
respuesta estratégica para descartar la acusación obligatoria. 
El principio de oportunidad nace entonces como una respuesta a la no respuesta 
del principio de legalidad, el cual surgió en la Teoría Retributiva de la Pena, en donde el 
Estado es quien asume el castigo sin excepción de conductas delictivas. 
Partiendo de esta concepción, el Estado ejerce una justicia absoluta y que si bien 
es la principal causa del principio de legalidad, lo es también inmerso en el principio de 
igualdad, ya que es el Estado quien debe perseguir sin ningún distingo los delitos que se 
puedan presentar y causen un agravio tanto a la seguridad como a la tranquilidad social.  
Como el Estado en este orden de ideas, observó que el Sistema Jurídico estaba 
acorde con los requisitos de un control eficaz y para ser corregido estos desmanes 
normativos y hacerlo más breve y ágil, surge pues el Sistema Penal Acusatorio. En este 
sentido, Torres (1998) asegura lo siguiente: 
 “En el ámbito penal encontramos que los criterios utilizados han sido 
en su generalidad de carácter represivo, ya sea cuando se resumía el 
proceso a la sola confesión del imputado o cuando bastaba un 
elemento subjetivo adicional a la imputación para efectos de, sin más 
culminar el proceso, como por ejemplo en la época de la Inquisición la 
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tortura era el instrumento de simplificación procesal por excelencia” 
(p.15) 
Este surgimiento del sistema acusatorio en donde está inmerso el principio de 
oportunidad dentro de sus acápites para delimitar un proceso eficaz, se vio abocado a su 
creación ya que el Estado observando que 
 “El aumento de la criminalidad, particularmente en los delitos menos 
graves, planteada en Europa desde la primera guerra mundial, y 
especialmente después de la segunda guerra y la desastrosa situación 
económica social en que quedó Alemania tras la confrontación 
produjo como un efecto inmediato limitando la vigencia del principio 
de legalidad a través de dos medidas diferentes, en primer lugar, 
ampliando el número de delitos privados y en segundo lugar 
exceptuando su aplicación para los delitos menores” (Deu, 1991, 
p.56).  
Puesto que las circunstancia sociales permitieron el surgimiento de un nuevo 
Sistema Penal para Colombia como una respuesta las necesidades de una “verdadera 
justicia.” 
Es así como, el Doctor Angulo Arana (1999) menciona que  
“La institución del principio de Oportunidad alcanza un gran 
desarrollo sobretodo en el sistema “Angloamericano” donde se 
considera que el principio de oportunidad es la regla, como principio 
rector de la persecución penal, se desconoce el principio de legalidad 
procesal, que es propio del derecho continental. En este sistema los 
fiscales ejercen sus facultades persecutorias con una discrecionalidad 
ilimitada, mientras en los países europeos este principio se instaura en 
una política legislativa con notables criterios de aceleración de 
procedimiento.” (Melgarejo, 2006, p.56). 
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De esta manera, se ha construido la historia del principio de oportunidad que 
permite entender en qué punto de comprensión está dicho principio en el ordenamiento 
y doctrinas jurídicas actuales. 
2.1.2 El principio de oportunidad en Colombia. 
Colombia dentro de los límites de su comprensión sobre lo procesal-penal, se ha 
orientado por la aplicación de un sistema procesal mixto, que es particular por 
considerar un carácter público en cuanto a la acción penal se refiere. De esta manera, el 
Estado para hacer efectiva esta acción penal no se debe amenguar por la existencia de 
ciertas figuras como la querella, en tanto que esta, por ejemplo, se ha articulado con el 
proceso penal de tal manera que se entiende como un factor moderador de dicho 
proceso. 
Lo que hay que tener en cuenta entonces es que está regulado por treinta y un 
normas legales que circunscriben su desarrollo que le hagan frente a posibles 
interpretaciones particulares. No obstante, como Colombia sigue corrientes del Derecho 
ajenas a su propia cosmovisión (en especial la europea), se ha visto en los últimos años 
una encrucijada teórica que se ha traducido en diferentes propuestas de reforma al 
procedimiento penal de este país.  
Dadas las diferentes críticas y voces de necesidades de reforma de las bases del 
procedimiento penal en Colombia, se instituyó en el 2004 mediante la Ley 906 de ese 
mismo año, un nuevo Código de Procedimiento Penal en Colombia. Dicho código fue 
defendido por la Fiscalía General de la Nación debido a que dicha institución, sobre la 
cual recae la responsabilidad de hacerle el seguimiento a la acción penal,  ha reprochado 
la actuación de los jueces colombianos porque en medio de su trabajo, “se limitan a 
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adoptar en sus sentencias el texto de la resolución de acusación dictada por los fiscales 
en la etapa instructiva” (Aristizabal, 2005, p.80). 
Por supuesto, en este código de procedimiento penal se hacen ciertas 
especificaciones sobre las condiciones y características del principio de oportunidad 
(ver marco jurídico), que revaluaron la aplicación del mismo en el país. Por lo tanto, en 
este punto es válido preguntarse, ¿cuáles son los reales alcances de la implementación 
del principio de oportunidad en el mencionado nuevo código?, para posteriormente 
hacer lo propio cuando los niños, niñas o adolescentes son víctimas de delitos como 
procedimiento especial. 
En primer lugar, hay que tener en cuenta que el principio de oportunidad es una 
facultad declarada constitucionalmente, que le otorga a la Fiscalía el poder de suspender 
una posible acción penal de acuerdo con ciertos criterios o causales de acuerdo con lo 
expuesto por la Ley. 
Por lo tanto, en principio, los alcances del principio de oportunidad van hasta 
donde por Ley, se haya facultado a la Fiscalía General para hacerlo, todo dentro del 
marco de las conveniencias sociales y político-criminales, incluso por sobre la 
existencia de la responsabilidad del imputado. 
Los fines del principio de oportunidad entonces están relacionados con la 
práctica propia del derecho, es decir, surgió con base en ciertas situaciones particulares 
que se consideró, no merecían ser perseguidas por la Fiscalía. Además, otra función 
clara de la aplicación de aquel principio es el de motivar celeridad en el desarrollo de 
los procesos penales en casos que la acción no sea considerada una conducta grave. 
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De esta manera, el principio de oportunidad termina por ser un instrumento a 
través del cual se logra menguar la carga que sostiene la Rama Judicial en el país, así 
como el hacinamiento y/o congestión de las cárceles. 
Paralelamente, es pertinente aclarar que la idea de principio de oportunidad 
también contribuye con la idea del derecho como un elemento de acuerdo, accesible a 
todos y a que se cumpla en el país con el concepto de justicia para que se logre dar 
efectivamente (Mojica, 2004). 
No obstante, hay que tener claridad sobre todos los puntos sobre los que sería 
viable la aplicación del principio de oportunidad en cuanto a delitos contra niños, niñas 
o adolescentes, es decir, en cuáles casos puede ser en que la Fiscalía General de la 
Nación deje de perseguir una acción penal que se haya cometido contra esta población. 
Por consiguiente, en este punto es importante hacer aclaraciones sobre las nociones del 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes. 
2.2 Noción del sistema de responsabilidad penal cuando la víctima es un niño, niña 
o adolescente 
Todo el sistema de responsabilidad penal cuando la víctima es un niño, niña o 
adolescente están dispuestos en diferentes artículos del código de infancia y 
adolescencia, en especial el libro II titulado “sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes y procedimientos especiales para cuando los niños, Las niñas o los 
adolescentes son víctimas de delitos”. 
El primer artículo que se resalta de este libro para los objetivos de este trabajo, 
es el art. 140 que señala “la finalidad del sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes”. En este artículo se define lo siguiente: 
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Art. 140 “En caso de conflictos normativos entre las disposiciones de 
esta ley y otras leyes, así como para todo efecto hermenéutico, las 
autoridades judiciales deberán siempre privilegiar el interés superior 
del niño y orientarse por los principios de la protección integral, así 
como los pedagógicos, específicos y diferenciados que rigen este 
sistema.” (Código de Infancia y Adolescencia). 
Como se ve, se plantea que los intereses del niño deben estar siempre por encima 
de cualquier otra posible diferencia con alguna ley; de hecho, se resalta mediante 
parágrafo que “en ningún caso, la protección integral puede servir de excusa para violar 
los derechos y garantías de los niños, las niñas y los adolescentes” Art. 140. 
De esta manera, se puede concluir que el principio de oportunidad no puede 
estar por encima de los intereses del niño, niña o adolescente así se presentaran las 
condiciones que anteriormente se ha expuesto para que se pudiera desistir de una 




Capítulo 3. La solución del conflicto social generado por el delito como 
un fin del Derecho Penal 
En primer lugar, para contextualizar la solución del conflicto social generado por 
el delito como un fin del derecho penal, es necesario hacer una sucinta descripción de la 
característica primordial del Estado colombiano sobre el que se guía la Constitución 
Política, y por consiguiente, este trabajo: es un estado social y democrático. 
3.1 Estado social y democrático 
Desde el primer artículo, la Constitución Política de Colombia señala que el país 
es un “Estado social de derecho”. Esta se considera una de las principales 
modificaciones que vivió el país en el 91 debido a que esa sola comprensión, implicó un 
cambio en toda la estructura del país. 
Dicha concepción surgió en “el ámbito jurídico-político alemán entre los siglos   
xviii y xix y tiene un origen claramente liberal” (Villar, 2007, p.74). Cuando nació, lo 
hizo buscando que se asegurara: 
“La libertad y propiedad del ciudadano su objeto la promoción del 
bienestar del individuo y, de esa manera, conformar su carácter como 
ente común (res publica). Se trataría de un orden estatal justo 
expresado a través de una Constitución escrita, el reconocimiento de 
los derechos del hombre, la separación de poderes y garantizado por 
leyes producidas y promulgadas conforme a procedimientos 
debidamente establecidos” (Villar, 2007 p.75). 
Por lo tanto, el entender a Colombia como un Estado social de derecho, implicó 
que se aplicaran una serie de principios propio de este tipo de Estado entre los cuales se 
destacan: i) una constitución escrita, la cual permite dejar estipulados elementos que 
aseguren las relaciones jurídicas entre las personas y estas a su vez, con el Estado; ii) 
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separaciones de poderes, con el que se busca una distribución del poder en el Estado; iii) 
principio de legalidad, en el que básicamente se busca que “la administración no debe 
tomar ninguna medida que contradiga la ley” (Ekkehart, 2007); iv) principio de garantía 
de los derechos fundamentales; v) seguridad jurídica y protección de la confianza, que 
está dirigida a controlar la mesura del poder para la imagen con los individuos. 
De acuerdo con estos principios, se debe valorar la no aplicación del principio de 
oportunidad a los acusados, aun cuando hubieran cometido una acción penal contra un 
niño, niña o adolescente. 
3.2 Negar el principio de oportunidad en un Estado social y democrático 
El Estado busca ofrecerle y establecer garantías a los colombianos para que 
gocen de condiciones dignas, basadas en los derechos básicos por los derechos 
humanos, por lo que se entiende que ese es justamente su objetivo primordial. 
Desde el artículo 2 de la Constitución Política, se entiende que los objetivos del 
Estado se concentran en el servicio a la sociedad, la difusión del bienestar de todos, pero 
especialmente, en asegurar que se cumplan tanto los principios, como los derechos y 
deberes estipulados en la Norma de Normas. 
Desde este escenario, es necesario que se reconozca que en un Estado social y 
democrático, debe ser obligatoria la aplicación de los principios para garantizar el 
cumplimiento de los derechos inherentes a las personas como sujetos de protección. 
Más aun teniendo en cuenta que el Estado es una Institución Política, producto de la 
voluntad popular, regulada por un sistema Legal específico, enfocado en los valores 
ideológicos del individualismo liberal buscando garantizar la vida, la libertad, la 
igualdad, impulsando límites de acción a los gobernantes a través de las Leyes para 
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cumplir los mandatos en pro de la defensa de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Políticas. 
En Colombia fue acogido el Estado Social y Democrático de Derecho desde la 
Constitución Política, derivándose de la Legalidad de la democracia, basado en que el 
pueblo ejerce la titularidad del poder público eligiendo a sus representantes y 
controlando la labor que ellos desempeñen con el mismo direccionamiento de la norma. 
Específicamente, en un Estado Social y Democrático de Derecho, de acuerdo 
con Daza (2004): 
“Al Derecho Penal le corresponde tanto la protección de los bienes 
jurídicos de los ciudadanos- la vida, la integridad, la libertad de acción 
y propiedad- sancionando su lesión en determinadas circunstancias 
como la necesidad de asegurar el cumplimiento de las prestaciones 
públicas de las que depende el individuo en el marco de la asistencia 
por parte del Estado” (p.42). 
Esto impone que el Principio de Oportunidad sea un sometimiento de la potestad 
punitiva al Derecho, generando límites al principio de legalidad, ya que la principal 
función del Estado es legitimar la prevención para que se protejan los Derechos de una 
sociedad, por ello se debe tener en cuenta en primera instancia la necesidad social de la 
intervención que otorga el Derecho Penal a través de sus fines y es este quien debe 
poner al servicio de la necesidad el depreco penal generando limites que no deberían 
existir. 
A este argumento, se suma que el Derecho Penal asume unos fines estipulados, 
los cuales son:  
“1. La obtención de una decisión sobre la punibilidad del procesado; 
2. La protección de los Derechos Fundamentales del procesado, 3.El 
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Amparo de los Derechos de las Victimas, y 4. La solución del 
Conflicto social que general el ilícito, o el restablecimiento de la paz 
de Justicia”. (Daza, 2004, p.42). 
Si bien el Derecho Penal es una herramienta para que una sociedad específica 
cumpla con sus objetivos de desarrollo, su estancia primordial es un sistema Jurídico 
exterior, abierto a soluciones enfocada en la Política Criminal, soportándose en la 
seguridad Jurídica. 
A partir de la Seguridad Jurídica, se infiere que al ser analizados los delitos, a 
forma de ejemplo la infracción de un deber, se infiere que no se cumple con este, pues 
al momento de constatar el delito queda al libre albedrío de la parte investigadora,- 
Fiscalía General de la Nación y del Juez-, y esto acaece cuando la Política Criminal 
tiene fines netamente sociales, sin claro examen de los delitos dolosos a diferencia de 
los culposos que presentan una agravación a los mismos, frente a qué se debe cumplir el 
principio de oportunidad en cuanto a que este mecanismo, es una posibilidad para 
resguardar el proceder judicial de las personas intervinientes en determinada actuación, 
y más aún cuando se considera doloso -sin intención-, ya que sería cuestión del 
intérprete el fin social perseguido, que siempre es la pena a costa de la humanización del 
Derecho en todas sus formas. 
Conforme a los delitos de categoría especial, concernientes a la infracción de un 
deber, esta transgresión atenta con el principio de legalidad ya que es un tecnicismo 
meramente legislativo, discriminando la garantía del tipo, por los que se deja a 
disposición del intérprete (Fiscalía). 
De la misma forma las motivaciones del por qué se configura o no el delito, 
sobretodo en tipo doloso, quedando abiertamente a interpretaciones, en este caso, 
subjetivas, ya que no estudian el fondo de la situación, sino que por el contrario, solo se 
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sujetan en la prevalencia de los derechos del menor, pero sin tener en cuenta también el 
contexto de que la persona inculpada también merece un trato digno acorde a los fines 
del Estado; como lo es el de garantizar un debido y justo proceso. 
Inclusive, la presunción de inocencia se ve comprometida debido a que desde los 
inicios de la investigación se está juzgando a la persona al prohibírsele acceder al 
principio de oportunidad, no visto este como una parte accesoria al principio de 
Legalidad, sino como una parte diferenciada, ya que su fin primordial es tener 
beneficios que le son negados por el mismo Estado Social de derecho, quien desde el 
preámbulo de la Carta Política establece y define los mismos. 
Si bien el fin primordial de protección deben ser los niños, niñas o adolescentes, 
también debe ser prioritaria la humanización de la pena, y al elaborar esta interpretación 
queda lejos de evitar esta clase de conductas punibles, sin que se dé solución efectiva al 
problema frente a la necesidad, por el contrario, al no verse protegidas sus garantías el 
sujeto activo podría volverlas a cometer y en un grado más alto de intención; es decir, 
podría llegar a convertirlas en culposas, por la magnitud de determinada situación ya 
que la no conformidad se convertiría en una forma de rebeldía para que el Estado ahí 
preste la posibilidad de hacer efectivo el mecanismo de oportunidad. 
Si bien, este argumento se puede tomar por el legislativo como un argumento 
subjetivo y no real, hay que partir de los supuestos para inferir determinadas 
situaciones, es decir, de un todo general a uno multidimensional, siempre previendo las 
consecuencias severas para disminuir el posible accionar. 
En consonancia con lo anterior, Roxin señala la expresión ‘Talcott Parsons’, 
manifestando que “la dirección y las formas en que las necesidades pueden determinar 
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la decisión de actuar son modificables por influencias que emanan de la situación de la 
acción” (Pagotto, 2011). 
En efecto, la Política Criminal no debe incluirse dentro del Derecho penal, que 
no necesita explicación, es decir, de hecho y no de Derecho, explicado 
Dogmáticamente, en cuanto a la decisión de forma inequívoca e uniforme, pero no 
ciertamente justas y con ello entender que pareciese que el Derecho Penal dentro de sus 
fines tuviese una benevolencia a quien está siendo juzgado. Pero al observar el 
trasfondo de la normatividad y frente a la realidad misma no lo es tanto, haciendo 
referencia a la Política Criminal, la cual es valorada conllevando riesgos de dicha 
valoración, en donde el mismo investigador puede caer en subjetivismos para 
caracterizar la misma acción desde su punto de vista y desde la misma forma de 
interpretación jurídica que puede brindar dependiendo del contexto del giro que puede 
ofrecer y quedando en un criterio muchas veces injusto, para quien es juzgado sin 
observar a fondo las circunstancias del por qué se niega la aplicación del principio de 
oportunidad en los casos penales contra menores de edad. 
En otros términos, la política criminal por el vacío tan grande deja la inquietud 
en un plano de momento histórico de los sucesos acontecidos y por ello, no se sabe si se 
pueda dar una justa solución al problema y/o necesidad. A esta razón se suma que en un 
Estado como el colombiano, todo está orientado a Políticas que en la práctica no se dan 
tan someramente como se debería, no se funda en una consciencia informada, es decir, 
se puede tener el conocimiento de la norma para ser aplicada pero no del instante 
histórico de los sucesos y de qué sienten y necesitan tanto las víctimas como los 
victimarios. 
Si bien debe existir un equipo interdisciplinario para las valoraciones tanto 
sociales, psicológicas y jurídicas de lo acontecido, no se cuenta con la certeza de la 
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protección del Estado, ya que este deja totalmente desprotegidos a los sujetos 
involucrados en una acción, en tanto que desfocaliza los fines y se convierte a favor de 
una sola parte del proceso. 
Ahora bien, en cuanto a lo que ofrece el Estado como mecanismos de protección 
de Derechos como soporte en los argumentos anteriores, se pueden ver muchas 
falencias para los que no se presenta una respuesta, dejando entrever que la solución es 
de hecho, más no las exigencias técnicas propias de los conglomerados legales. 
En este sentido, se tendría que delimitar en la norma misma con la actuación y 
libertades para hallar las soluciones justas de la actuación delictiva y que sin duda 
alguna, genera conflicto y por consiguiente, en el momento de entender tal supuesto y 
de su explicación se preguntaría cómo tratar a quien se ha equivocado no con intención 
sino sin ella, sin la consciencia de dañar, en relación con la prohibición de la acción 
generadora del daño o ha renunciado de ejecutar un delito. 
Por consiguiente, se reitera que la Política Criminal, su naturaleza en sí misma, 
está construida desde los problemas que se aquejan y es aquí donde la falta de certeza, 
justicia y seguridad jurídica de la justicia penal acusatoria es notoria. 
Es evidente que la evaluación elaborada por el juez y por el Fiscal no posee 
carácter de flexibilidad en situaciones que generan conflicto y que son la línea base del 
mismo Derecho Penal y de su aplicación. 
Además, como quiera que tanto los Fiscales como los Jueces, son seres humanos 
con características propias, también son sujetos de equivocaciones en las decisiones 
impuestas y del análisis que en muchos casos no es reflexivo, existiendo un grupo 
amplio y diverso de posibilidades en el momento de estudiar los casos de acuerdo con 
los hechos históricos en que se funda. 
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A esto habría que agregarle que se presta para injusticias en la no aplicación de 
medios garantes para que se constituyan a favor de los ciudadanos (NNA- S.A), y ello 
puede generar arbitrariedades. 
Estos soportes de análisis deben ser una valoración comprobada en la Ley, sin 
que lleguen a ser fundamentos caprichosos, pero la norma no establece de qué forma se 
lleve a la práctica, ya que el legislador no plantea los demás casos en que se puede 
utilizar el Principio de Oportunidad con soporte en la ley 906 de 2004. 
Por lo anterior, Roxin (2002) señala frente a los argumentos señalados, que  
“Al camino acertado solo puede consistir en dejar penetrar las 
decisiones valorativas político- Criminales en el Sistema de Derecho 
Penal, en que su fundamentación legal, su claridad y su legitimación, 
su combinación libre de contradicciones y sus efectos no estén por 
debajo de las aportaciones del sistema positivista formal” (p.42). 
Esta teoría es válida en tanto que se debe compaginar en un sistema el derecho y 
la utilidad de la acción penal teniendo en cuenta los fines que persigue el Estado, a lo 
que en la realidad no se ha planteado por el Legislador, sin que tenga ningún perjuicio a 
los principios del Derecho Penal, entendidos como “las injerencias generalizan tés que 
los juristas efectúan como culminación de sus análisis a fin de mostrar los criterios de la 
legislación penal” (Jiménez, 2014), los cuales se clasifican: a. Principio de Dignidad 
Humana, b. Principio de Libertad (Favorabilidad, Duda a favor del Reo, presunción de 
inocencia), c. Principio de Igualdad (libertad personal, Debido Proceso, Protección 
Judicial de otros Derechos como intimidad), d. Principio de Imparcialidad, e. Principio 
de Legalidad:  
“También se conoce como principio de reserva, ya que desde el punto 
de vista técnico-formal, equivale a una reserva de ley en materia de 
hechos punibles, penas y medidas de seguridad; acoge el principio 
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Constitucional consagrado en el artículo 29, cuando se trate de aplicar 
normas nuevas, que entren a regular el trámite del proceso que se 
encuentra en curso, deben preferiréis las que favorecen al procesado, 
así sean posteriores al hecho (…)” (Cardona, 2006, p.32) 
f. Principio de Derecho a la defensa, g. Principio de actuación procesal, h. 
Principio de Derecho a las Victimas (Oportunidad- Preclusión), h. Principio de Lealtad, 
i. Principio de gratuidad, j. Principio de Contradicción, k. Principio de Debido Proceso 
y el que nos ocupa esta investigación l. Principio de Oportunidad, Concepto, según la 
Corte Constitucional en su Sentencia C-738 de 2008 M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy 
Cabra:  
“(…) es una institución central del sistema penal acusatorio cuya 
aplicación está a cargo de la Fiscalía General de la Nación, bajo 
supervisión de legalidad del juez de control de garantías, y constituye 
una excepción a la obligación constitucional que recae sobre la 
Fiscalía y que la obliga a adelantar la acción penal y realizar la 
investigación de los hechos delictivos (…)” (Sentencia C-738 de 
2008).  
Los principios aquí señalados son los más relevantes para que no se esté de 
acuerdo con que se niegue el Principio de oportunidad en un Estado como el 
Colombiano. 
Estos principios, tienen categoría de garante, permitiendo la humanización del 
Derecho Penal; esto porque hay derechos inmersos que están valorados en juego como 
por ejemplo, la libertad y la resocialización de las personas.  
La justicia vista como el pretender de la Política Criminal en la dogmática del 
Derecho Penal, solo se puede llevar a cabo materializando las garantías que ofrece el 
Estado con la creación del Derecho Penal, porque de lo contrario la norma estaría 
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viciada de injustos, excesos, vacíos y defectos, ya que como se mencionó, lo que está en 
juego es la libertad de una realidad social de víctimas y victimarios. 
En este orden de ideas, es necesario establecer las circunstancias que generan el 
tipo en el Derecho Penal. Esto dividió en delitos de Acción y los que se relacionan con 
la trasgresión de un deber, partiendo de la misma norma en comento, mostrando las 
deficiencias legales que presenta la norma vigente en una sociedad, como es el caso de 
los delitos de una infracción a un deber, como sucede con casi todos los menores que 
son víctimas , por dejar de brindarles esa obligación como un deber de protección, ante 
su misma condición de inmadurez mental y de su vulnerabilidad de defección; ya que, si 
esta infracción de deber no está bien detallada, esta se puede exteriorizar disímil ante 
cada quien, de acuerdo con el contexto y realidad social, analizando concienzudamente 
el elemento tipo de una conducta delictiva constatando el contenido del concepto, se 
responde de manera global por el legislador de la norma en referencia a las razones por 
las que se decide no aplicar el Principio de Oportunidad, teniendo que interpretar por 
parte del investigador las características concretas típicas desde lo técnico, en lugar de 
interpretar el bien jurídico protegido.  
Esto permite hacer relación con la sentencia C-738 del año 2008 por la 
honorable Corte Constitucional – en relación con la imposibilidad de aplicar siempre 
que sean delitos de integridad sexual, personal o de libertad de los niños, niñas y 
Adolescentes-, pues de acuerdo con la percepción que se realiza jurisprudencialmente, 
pone en referente que con el objetivo de asegurar un amparo administrado por este 
principio, han provenido de una interpretación prolongable del tipo, auxiliando al 
acrecentamiento de la criminalidad en especial en los delitos donde las victimas 
primarias son los menores y de los sujetos que si bien quieren cumplir con ciertos 
deberes para con los niños, niñas o adolescentes, en circunstancias no lo pueden hacer y 
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por ello no se les puede ver como delincuentes porque en su actuar está inmerso el dolo 
mas no la culpa; es decir, su dolo es sin intención de cometer una máxima infracción a 
su accionar. 
Por ello se puede decir que se encuentran en vulnerabilidad y desprotección por 
parte del mismo Estado, ya que no se les posibilita aplicar el principio de oportunidad 
para ser reparadas sus necesidades y garantías consagradas en la Carta Política y en el 
mismo Código de Infancia y Adolescencia, en donde el derecho penal es un sistema 
considerado cerrado que no permite la flexibilidad. 
Esto permite evidenciar una contradicción ya que su generalidad es que es un 
Derecho Humanitario, pero no aplica tal precepto en su totalidad, sino de manera parcial 
en tanto que no se permite la aplicación de un beneficio constitucional. 
Finalmente, el sistema garantista para las partes en un proceder judicial, en 
donde evolucione el daño cuando una persona puede sufrirlo directamente o 
indirectamente, por adición, implicando daños psíquicos, emocionales y que están 
contemplados de manera superflua en la norma, el legislador señala que deben 
protegerse estos parámetros, pero en la realidad, solo se busca la pena para emitir la 
sanción, sin entrar a análisis profundo del mismo accionar doloso- sin intención, sin 
llegar a ser un delito configurable en un delito gravoso o máximo. 
Contrario a lo anterior, la Corte en sentencia C-738 de 2008, sostiene lo 
siguiente: 
“(…) PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD-Inaplicación no exonera del 
restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados. 
A partir del texto del artículo 250 de la Carta, al Fiscal no se lo 
exonera del deber de solicitar ante el juez de conocimiento las 
medidas judiciales necesarias para la asistencia a las víctimas, lo 
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mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación 
integral a los afectados con el delito, cuando ha sido imposible dar 
aplicación al principio de oportunidad (…)”. (Sentencia C-738 de 
2008). 
Para los magistrados su argumento se soporta en que la protección de niños es 
prevalente sobre los derechos de otras personas, y por ende, al relacionar la Norma de 
Código de Infancia y Adolescencia Ley 1098 de 2006, con la constitucionalidad en su 
artículo 250, incluida en la Norma Penal Ley 906 de 2004, sobre la cual se faculta a la 
Fiscalía para que renuncie o suspenda una acción penal, desde el control del principio 
de Legalidad que tiene en sus manos el Juez de Control de Garantías.  
Además se parte del supuesto que el objetivo del Principio de Oportunidad, es la 
de descongestionar la Administración de Justicia, que no involucre ninguna clase de 
riesgo de características sociales, en cuanto a infracciones de alcance menor; también 
busca restringir los efectos perjudiciales de sentencias cortas de privación de la libertad; 
tiene como fin la reparación de las víctimas y busca la reincorporación social de los 
sujetos activos de conductas punibles. 
Es así, como a nivel Constitucional el Estado Social y Democrático, la Ley 
instituye los casos en los que proceda, lo que al entendido del argumento motivado de 
esta jurisprudencia sería una aberración, en el evento que no sería discrecional, sino por 
el contrario, facultativo. 
Lo anterior es así porque depende de una decisión judicial, a propósito de un 
ejercicio de facultad discrecional, pero por el contrario, tal argumento responde a una 
conveniencia, pues el Estado Colombiano ante la ausencia de una verdadera Política 
Criminal restringe ciertos eventos que el legislador no fue claro en señalar y por ende, 
se presenta un vacío vigente, sin que exista una respuesta clara de forma Constitucional. 
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Si bien la Carta Política es el sostén de los fines del Estado, estos estarían cojos 
frente al entendido de que si son delitos de poca remonta en su importancia, en este caso 
se deja solo al arbitrio del investigador y no se ciñe a la constitucionalidad de la misma 
norma penal. 
En el copilado de los argumentos señalados en la Jurisprudencia en referencia, 
también se sostiene que al negar el Principio de Oportunidad, el Estado renuncia a la 
persecución y posterior castigo del delito y que su respuesta debe ser Excepcional en su 
finalidad, a lo que se entiende que el legislador no actuaría con libertad al establecer las 
causas de fundamento de este beneficio. 
Ahora frente a que Colombia ha ratificado convenios internacionales, 
comprometido en elemento de persecución del delito, este accionar estatal con el bloque 
de Constitucional, imposibilita que sea autorizada la aplicación del principio de 
oportunidad, ya que el legislador tiene la capacidad de garantizar el carácter excepcional 
del mismo, las causales de aplicación tienen que estar estipuladas, con el propósito de 
que el Fiscal y el Juez no se diriman por interpretaciones, y en tal caso, se perdería el 
principio de Legalidad, promoviendo la impunidad de los delitos; sin embargo, esto no 
es conducente porque sí es un fin del Estado proporcionar la correcta legalidad de un 
determinado delito. 
También, sería imprescindible que la norma explicara que delitos son los que se 
le puede aplicar el Principio de Oportunidad, y más aún si se habla de bloque de 
constitucionalidad , en cuanto a que en el momento Colombia como Estado social debió 
prever cada uno de los vacíos existentes en la normatividad, porque si bien el Derecho 
Penal fue creado a través de la teoría del Humanista, no se entiende por qué esa 
parcialidad, ya que solo al momento de la misma protección del Derecho garantista se 
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ve afectado el debido proceso, en conformidad con la verdad, ya que estos tratados 
prevén que los Derechos se protejan. 
De igual manera, deberían establecer que se protegieran a los sujetos en delitos 
menores porque al ser excepcional, no permite que este principio se visualice y que las 
partes hagan uso de mismo, partiendo que como se cometió un ilícito inmediatamente se 
sanciona el tipo penal, sin entrar a discutir que la afectación no es de la misma 
proporción que cuando se trate de desvirtuar un Derecho en su totalidad, es decir, se 
puede intentar hacer daño pero no se comete en su integridad. 
Por ello los tratados deben permitir la flexibilidad de la norma al considerar 
determinada acción en distintas circunstancias, jamás aun cuando en los casos de los 
niños, niñas o adolescentes, se percibiría desde el postulado de que se vio el derechos, 
desde el no cumplimiento a un deber por parte de otro sujeto, que en el caso en concreto 
sería quien lo afecte o dañe. 
El texto de la norma acusada en la providencia se aprieta a los siguientes 
antecedentes: 
“(…) Artículo 199. Beneficios y mecanismos sustitutivos. Cuando se 
trate de los de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, 
delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, 
cometidos contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las 
siguientes reglas:(…) 3. No procederá la extinción de la acción penal 
en aplicación del principio de oportunidad previsto en el artículo 324, 
numeral 8, de la Ley 906 de 2004 para los casos de reparación integral 
de los perjuicios. (…) 7. No procederán las rebajas de pena con base 
en los “preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y el imputado o 
acusado  previstos en los artículos 348 a 351 de la Ley 906 de 2004. 8. 
Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en 
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el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea efectiva. 
(…)” (Corte Constitucional, Sentencia C- 738 de 2008. M. P. Dr. 
MARCO GERARDO MONROY CABRA. Expediente D-7003).  
A lo que la Corte determinó en cuanto al artículo 199 de la Ley 1098 de 2006 de 
la referida norma en comento, la imposibilidad de aplicar el Principio de Oportunidad 
cuando los delitos cometidos estén ligados al homicidio, a las lesiones personales 
dolosas, además de los cometidos contra la libertad, la integridad y la formación sexual 
contra Niños, Niñas o Adolescentes, ya que es el Estado quien lleva la indagación en la 
representación que se determinó en el sistema penal acusatorio en cuanto quien está en 
cabeza de esta función, quien la ejerce es el Fiscal. 
Todo lo anterior sustenta que no se debería negar la aplicación del Principio de 
Oportunidad, así se trate de conductas punibles hacia menores, sin que ello sea 
desmoralizar al mismo precepto de la protección primaria a los menores, pero es que se 
debe tener en cuenta que no sería procedente que no se aplicase, máxime cuando lo 
único que no se debe buscar por parte del Estado es la pena y la sanción a la misma, 
sino velar porque los principios constitucionales se custodien en cada una de sus 
formas. 
Además, desde el mismo enfoque que quiso dar a entender la Corte 
Constitucional en la sentencia en referencia, por las razones materiales de la pena no 
sería procedente castigar, aún más desde el supuesto que no se permite la aplicación de 
esta garantía constitucional, ya que también en su connotación es un principio y hace 
parte de todo un referente Constitucional y legal, sosteniendo que no es ecuánime ante 
la dogmática penal, en cuanto a que el hecho se hubiese podido evitar. 
Frente a la pena, hay que rescatar la idea de que ella debería tener un fin social 
ante una realidad cada vez más imperfecta en cómo se elaboran las necesidades, ya que 
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el legislador no entra a estudiar las profundidad de la necesidad de la cultura de los 
ciudadanos y de sus carencias para que de esta manera, se imponga determinada sanción 
al hecho punible.  
Esto debe ser considerado como inconsistente en los fines del Estado de la 
Política criminal, por ello debería optarse por un estudio interdisciplinario en donde 
estén inmersas la psicología y la misma sociología frente a las penas y las sanciones, 
para establecer cómo se garantizan los derechos sin discriminación alguna para las 
partes en conflicto. 
Esto podría ser aplicable cuando el Estado busca como fin la protección de la 
seguridad jurídica, a costa de un menoscabado principio que hace honor y es adherente 
al principio de legalidad y por ende, otorga una verdadera justicia; trabajando 
articuladamente,  el sistema penal acusatorio no debería tener excusas en su afán de 
justicia y también ayudaría a la descongestión del proceso penal que también hace parte 
de los fines del principio de oportunidad. 
Por lo tanto, es necesario mencionar en este punto que tomar las decisiones sin 
precaución ante la protección de las víctimas en este sentido, el acusado seria “víctima”, 
al no permitirle el ejercicio de sus garantías en cuanto a un proceso justo y equitativo en 
la aplicación de este mecanismo de salvaguarda y que genera un evento de irregularidad 
de la no aplicación. De hecho, esto permite que se generen excesos o defectos que van 
en deterioro de las garantías y la seguridad jurídica. 
Por otro lado, el Derecho de las víctimas (menores de edad), es considerado un 
derecho fundamental dentro del ordenamiento del Estado Colombiano, razón por la 
cual, el proceso penal de los menores surge como un grupo de cambios dirigidos a un 
reconocimiento y aplicación de las normas penales de los sujetos mayores de edad, 
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teniendo como marco la necesidad protectora que el mismo Estado funda para aquellos 
por su condición de vulnerabilidad. 
En este sentido, se reconoce la naturaleza procesal del Derecho Penal en la 
aplicación de sus mecanismos a los menores, vista ella desde la amplitud del desarrollo 
doctrinal, por esto, este Derecho debe ser siempre especial, y si bien este afirma en la 
protección de una afectación criminal, también lo es el mismo Derecho Penal Positivo 
ante cualquiera de las partes en un proceso penal, es decir que, si bien es razonable que 
el Estado proteja de manera ecuánime al menor, también debe estar preocupado por la 
igualdad de las partes para que las garantías sean equidistantes. 
Sin embargo, es necesario decir que este criterio penal se ve afectado porque 
como asegura Rivera (2005) “el modelo, en Colombia, se ve afectado por 
inconsistencias intrasistemáticas y por las crecientes arremetidas del populismo punitivo 
(…)” (p.47).  
De acuerdo con esta afirmación, el Proceso Penal de índole Especial de los 
menores está encadenado a los normas contenidas y aplicadas para adultos, pues la 
reacción punitiva que lucha contra la criminalidad se eleva a una categoría suprema, es 
decir, pasa de una gravedad a una súper gravedad, lo cual genera populismo, 
interviniendo con la posible aplicación de una pena endurecida.  
Esto genera más violencia, no busca la resocialización del reo; de hecho, es 
incoherente con lo que la misma norma afirma sobre el propósito de un Estado que 
busque soluciones alternativas. 
Cabe considerar que en un análisis de la norma y la jurisprudencia en comento, 
resulta incomprensible considerar que los mecanismos que el Sistema Penal Acusatorio 
introdujo, acorde con el Principio de Oportunidad, los cuales instan supuestamente la 
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flexibilidad de los ordenamientos, terminan siendo una “artificio” que faculta al fiscal 
para instalar automáticamente del objeto del Proceso penal, desvirtuando la seguridad 
jurídica y los fundamentos de los fines del Estado de Derecho. 
Ahora bien, en la parte motiva se argumenta que siempre se deben tener en 
cuenta los Derechos del menor desde el mismo Estado y desde el bloque de 
constitucionalidad, lo cual puede considerarse como una “ Imposición Sustantiva Penal” 
(Torres M. , 2003), porque sin causar una declaratoria de responsabilidad penal de 
delitos por menores, se debe exigir a efectuar las prestaciones respectivas con la víctima 
o en muchos casos, con la misma sociedad, impidiendo su proceso cuando se convierte 
en sujeto activo del punible. 
 Pero, ¿qué sucede en el caso contrario, cuando es contra menores? En este 
sentido, el Estado si ve la afectación desde otro enfoque, solamente corriendo tras de 
este la culpabilidad de la pena y la sanción a la misma, pero no tiene en cuenta que 
también los demás merecen ser protegidos en todas y cada una de sus garantías. 
Así es que este Derecho especial se considera flexible, porque se acomoda a lo 
más favorable para el Estado mismo, y no para los sujetos, así ellos sean o no menores 
de edad, sino que al interpretar los argumentos de la Sentencia se inferiría que el 
proceso solo se tratase de vencidos y vencedores, sin que se vea humillado el infractor 
del hecho punible, solamente con el peso de la Ley. 
De igual manera, se pueden continuar refutando los argumentos señalados por la 
Corte desde fragmentos de la providencia C- 738 de 2008
1
. Al tenor del estudio, 
                                                 
1
 “(…) PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD-Prohibición de aplicación en caso de delitos contra la integridad personal, 
sexual y la libertad de los niños, niñas o Adolescentes… es el único mecanismo con que cuenta la víctima para obtener 
el restablecimiento de sus derechos. (…) que este debe aplicarse de manera excepcional, bajo condiciones específicas 
fijadas por el legislador. En esa medida, es el legislador el llamado a señalar las ocasiones en que dicho principio no 
resulta aplicable, de conformidad con el diseño de la política criminal que escoja. (…) El constituyente concedió así al 
legislador la potestad de determinar en qué casos procede la aplicación del principio de oportunidad. Ante la gravedad 
de las conductas relacionadas en la norma, resulta lesivo de los derechos de las víctimas que se suspenda la acción 
penal. Y esto resulta todavía más lesivo si se tiene en cuenta que durante el periodo de prueba no existe medida 
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interpretación y análisis de la Jurisprudencia soporte de los argumento del título 
denominado en este escrito, se busca fraccionar los motivos que llevan a esta Honorable 
Corporación a la negación de esta garantía Constitucional, en dos criterios, uno en pro y 
otro en contra del Principio objeto de investigación de este trabajo. 
A favor de su aplicación, el Derecho Penal se enfatiza primero en ser 
preventivo- especial, en donde se ven reducidas la finalidad del Derecho Penal, ya que 
para este, el postulado relevante se focaliza en que debe existir una proporcionalidad 
entre el hecho y la sanción. En segundo lugar, debe ser procesalista, permitiendo una 
flexibilidad dirigida a la protección de los menores, facilitando los objetivos de las 
víctimas, en la medida de la protección del ilícito. En tercer lugar, a encontrar la verdad, 
en forma de justicia, es decir, acorde con el principio de Legalidad. En cuarto lugar, es 
de carácter político criminal, en la medida que ayuda al aparato Judicial a 
descongestionarlo de procesos bagatela. Ya en quinto lugar, se funda en la criminalidad, 
                                                                                                                                               
privativa de la libertad que garantice la integridad de las víctimas.(…) no se deduce que los preacuerdos hagan parte 
esencial del sistema acusatorio.(…) la pena cumple con una función didáctica, una función de confianza y una función 
de satisfacción. (…) La aplicación de la misma es reglada, pues depende de las condiciones en que el legislador 
prevea que puede ordenarse. (…) el principio de oportunidad no es un principio rector de la actuación penal ni puede 
asimilarse a un derecho fundamental. Es, por el contrario, una excepción al principio de obligatoriedad de la acción 
penal, por lo que sólo puede ser aplicado en los casos expresamente señalados por el legislador.(…) Cuando el actor 
censura la prohibición de aplicar el principio de oportunidad por la causal establecida en el artículo 324, numeral 8º, de 
la ley 906 de 2004, en los casos de reparación integral, porque impide que este resarcimiento tenga lugar, está 
suponiendo que sólo en aplicación de dicho principio podría la víctima obtener una indemnización, olvidando que la 
Fiscalía General de la Nación está obligada a promover esa reparación y restablecimiento a favor de la víctima, por 
mandato constitucional (artículo 250 numeral 6º) en todas las actuaciones penales, ya sea que terminen en forma 
prematura o se desarrollen hasta su culminación con sentencia, de conformidad con las reglas ordinarias de 
trámite”(…) (Sentencia C-738/08). “Impedir que se otorguen estos beneficios a los condenados por delitos de homicidio 
o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro 
cometidos sobre niños y adolescentes”, “no puede considerarse una violación de la dignidad humana ni del derecho al 
libre desarrollo de la personalidad del condenado por cuanto la norma no le impide trabajar o estudiar al interior del 
centro penitenciario, ni excluye, limita o no reconoce estas actividades como generadoras de una reducción en la pena. 
Es decir, nada obsta para que el condenado se reeduque dentro del establecimiento de reclusión y de este modo 
adelante su proceso de resocialización.” (Sentencia C-738/08) (…) (iv) que el victimario pretenda indemnizar los 
perjuicios ocasionados con su conducta y así obtener la aplicación del principio de oportunidad. (..) La Constitución 
autoriza a la Fiscalía a renunciar o suspender la acción penal, bajo supervisión de legalidad del juez de control de 
garantías, con el fin de descongestionar la administración de justicia de causas que no implican un riesgo social 
significativo. (…) (Sentencia C-738/08).el Estado responda proporcionalmente a los hechos que afectan la estabilidad 
jurídica, favorece la posibilidad de adelantar procesos en tiempos razonables, de conformidad con la gravedad de las 
conductas investigadas, y permite dar tratamiento diferenciado a delitos que por sus características intrínsecas no 
representan lesión significativa del orden social (Armenta, 2003). (…) al principio de oportunidad, evidencia que la 
inclusión del mismo en la Constitución se justificaba por cuanto ( i ) existen numerosos conflictos sociales que no 
alcanzan a vulnerar materialmente bien jurídicos lo que haría innecesaria la intervención del Estado en tanto en cuanto 
no hay lesión ni potencialmente afectación real antijurídica; ( ii ) se descongestiona y racionaliza la actividad 
investigativa del Estado encausándola hacia la persecución de los delitos que ofrecen un mayor impacto social; ( iii ) los 
modelos acusatorios americano y europeo consagran dicho principio, aunque la fórmula adoptada no responde 
exactamente a ninguno de ellos por cuanto el fiscal no goza de discrecionalidad para aplicarlo sino que tiene que acudir 
ante el juez de control de garantías e invocar alguna de las causales expresamente señaladas en la ley; ( iv ) en el 
caso de reparación integral de las víctimas, no se justifica seguir adelante con la acción penal, en especial, en delitos 
de contenido económico” (Hernández, C. M.P., Sentencia C-673 de 2005). 
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evidenciando los fines del proceso a través de una sanción en contra del ilícito y, 
buscando la reparación o resarcimiento. 
A estos motivos se suman “las razones en favor del principio de oportunidad que 
se fortalecen en la medida en que se entienda el Derecho Penal como orientado hacia las 
consecuencias jurídicas” (Hassemer, 2004, p.9), referidas solo a la protección del 
menor, dejando el vacío que si la norma estipula la igualdad en el debido proceso a las 
partes, sin ninguna distinción. 
De ser así, de ser excelente la favorabilidad del Principio de Oportunidad en los 
casos con menores de edad, es más cuando debe aplicarse y no negarse en las 
circunstancias de un hecho en donde la víctimas sean niños, niñas y adolescentes, 
considerados estos como delitos especiales, como se explicó en los acápites anteriores 
del trabajo. 
En contraposición con las razones optimistas, los argumentos de 
desfavorabilidad de aplicación de este principio pueden considerarse los siguientes: i) 
Desde una visión jurídico penal¸ en donde el principio de oportunidad permite 
desvirtuar el principio de discusión entre las partes ya que no se generaría discusión 
sobre la respuesta penal, en donde la misma norma contiene un supuesto de 
Oportunidad, no siendo leal y coherente a los fines del mismo, afectando la prevención 
en el momento de investigar, promulgar la incriminación penal, es decir, imputar el 
delito, ya que la discrecionalidad también hace parte de ese proceder. 
ii) Se aleja de la persecución penal, ejerciendo facultades ligadas a la labor del 
juez dentro del Estado de Derecho. Así como se había sostenido, esto genera una 
quiebra en el sistema procesal, afectando la seguridad jurídica, en donde el investigador 
debe hacer su análisis desde todos los puntos de vista, lo cual se soporta en la 
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certidumbre, no en supuestos, y por ende la víctima resulta siendo victimizada, 
disminuyendo al máximo su participación por la misma celeridad del proceso, y es allí 
donde las partes se desvirtúan al no tener claro cuál es su función dentro del proceso 
penal, qué pretensiones puede establecer y en qué instante procesal las necesita usar 
alegando su verdad y su reparación. 
Ahora bien, al referirse el caso dentro de una realidad concreta, el Fiscal en 
múltiples casos no busca ni la compensación o resarcimiento de la víctima, así como 
tampoco la protección del menor, sino por el contrario, una descarga laboral, además de 
que en ciertas ocasiones hay falta de compromiso ético y leal de ciertos abogados 
quienes se dedican solamente dentro de causa ilícita a investigar, no a defender y 
proteger y hacer cumplir los derechos de las víctimas y de los mismos acusados. 
Así, desplazan su función original y terminan por convertirse en una especie de 
vendedor, de tramitador de un acuerdo que en realidad no se constituye como acuerdo 
porque no se colocan en la posición social que genera un ilícito, en este caso doloso, 
entre el fiscal y el procesado, y ello lleva a pensar que no existen criterios uniformes en 
el precepto Normativo. 
iii) Criterios Político- Criminales, en donde el Principio en sí mismo es 
vulnerable puesto que legitima la aceleración del proceso penal cuando concede 
discrecionalidad al Ministerio Público (Fiscalía), en lo referido a la persecución de la 
pena. 
Este sistema presenta una incongruencia entre lo teórico y lo práctico, burlando 
al conglomerado social, ya que no son entendibles sus preceptos en el común de la 
gente y si bien existen abogados para su interpretación, se estaría hablando de una falta 
de entendimiento en palabras coloquiales y sucintas de qué efectos ocasiona la figura y 
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es así, como los sujetos se sienten desprotegidos por un Estado Social de Derecho y 
llegan a ser excluidas de un debido proceso que si bien debe ser justo, deja en entre 
dicho la Justicia equitativa en Colombia para las partes. 
Además, acogiéndose a lo que sostuvo el demandante en los numerales 
demandados en la Jurisprudencia de la Corte Constitucional C- 738 de 2008, se resume 
que en ningún momento se restablecen el equilibrio real, además de que a los 
involucrados, no se les permite negociar ni pactar “quién quiere”, sino por el contrario, 
“quién puede”, bajo el entendido que, tanta autonomía, sea contraproducente a la 
justicia material. 
Sumado a ello, se ratifica en la jurisprudencia, cuando esta señala que el 
principio de oportunidad carga consigo la idea de que el Estado puede, o bien perseguir, 
o bien castigar un delito, escenario indeseable en un Estado de derecho siempre que el 
legislador carezca de completo albedrío para instituir las razones por las cuales el fiscal 
podría negarse a empezar una acción penal, o renunciar a ella o suspenderla.  
Aunado a ello, el principio de oportunidad goza de un propósito fundamental: 
racionalizar el empleo del aparato estatal en lo referente a la persecución penal. No 
obstante, la principal carta política no específica cuándo sí o cuándo no, aquella sería 
sensata, por lo que se le deja la interpretación al legislador. 
A ello se suma que las causales por las cuales se faculta su aplicación, tienen que 
estar especificadas también de parte del legislador lo más conciso posible, pero es allí 
donde el suspender o no la aplicación podría convertirse en una posibilidad arbitraria, 
“por cuanto los ciudadanos no tendrían certeza alguna acerca de bajo qué condiciones el 
órgano de investigación del Estado puede acudir o no ante el juez de control de 
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garantías para efectos de solicitar la suspensión, interrupción o renuncia del ejercicio de 
la acción penal” (Monroy, M.P, Sentencia C-095, 2007). 
Es por esta razón que de no dejar que se aplique el principio de oportunidad 
mientras que el autor haya optado por enmendar los daños causados, el Estado estaría 
excluyéndole los respectivos derechos al imputado, además de que a su vez estaría 
imposibilitando la indemnización al afectado, que en este caso es un menor. 
Además se conjetura que la decisión del legislador únicamente estaría por fuera 
del marco dictado por la constitución en la medida que se comprobara que el hecho de 
optar por no aplicar el principio en un caso específico fuera desproporcionado. 
El legislador está sujeto a un marco sobre el cual debe establecer cuándo puede o 
no el principio ser una figura procedente, teniendo en cuenta que se debe evidenciar que 
la hipótesis manifestada por la ley no debe estar considerada como legítima, 
proporcionada o racional, aunque el juez podría hacer una declaración por 
inconstitucionalidad. 
Consecuentemente con lo señalado por la providencia en su argumento y 
conforme con la interpretación de los numerales de la norma acusada Ley 1098 de 2006 
en su artículo 199, se deja claro que el fin es la protección de los Derechos, frente a lo 
cual se puede colegir, que cuando es negada la aplicación del principio para los delitos 
que se enuncian en el mismo compendio normativo, genera que el Sistema Acusatorio, 
deshumanice los fines tanto del Estado Social y Democrático, como los del Derecho 
Penal, incurriendo en el agravio de desconocer el principio de igualdad del imputado. 
Ahora bien, si es el Estado quien debe prever garantías para la protección de los 
Derechos que él mismo promulga a través de soluciones prontas a la situación del 
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procesado, se tienen que tener en cuenta las instituciones, las cuales pueden solucionarle 
a los inculpados su situación jurídica expeditamente.  
De hecho, negar estos acuerdos y negociaciones, ha dicho la Corte, deshumaniza 
el proceso penal, no permite que se imparta pronta y cumplida justicia y no ayuda a que 
se resuelvan los conflictos sociales o que se indemnice a las víctimas. 
También, se presentaría la deshumanización del proceso penal, sin permitir que 
se den los postulados de los fines del Derecho Penal, basados en una pronta y cumplida 
justicia además de que no ayudaría a resolver los conflictos sociales o que se 
indemnizara a las víctimas. 
A propósito, Bedoya, Guzmán y Vanegas (2010) afirman lo siguiente: 
“Estos criterios han de servir como guía argumentativa al fiscal para 
analizar la posibilidad de suspender el procedimiento a prueba, 
siempre que se oriente a la finalidad pedagógica que inspira al sistema 
de responsabilidad penal juvenil. En efecto, si se habla de la 
aplicación preferente del Principio de Oportunidad, deben 
considerarse los beneficios de incluir a la justicia restaurativa en el 
marco de la solución concertada del conflicto, donde el adolescente 
asuma ciertos compromisos que conduzcan finalmente a evitar su 
criminalización, y una de las formas de lograrlo es, precisamente, la 
aplicación del Principio de Oportunidad en la modalidad de 
suspensión del procedimiento a prueba”. (Bedoya, Guzmán, & 
Vanegas, 2010). 
De acuerdo con todo lo expuesto, podría señalarse que la Corporación estaría en 
cierta medida admitiendo que no existe un sustento jurídico, doctrinal, internacional que 
soporte lo dicho por el demandado por lo que podría decirse que viola el principio del 
debido proceso en todas sus formas, así como el de igualdad, ya que la norma no 
debería ser excluyente en los efectos que la misma presta al servicio de los sujetos que 
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Capítulo 4. La no aplicación del Principio de Oportunidad en un 
Estado Social y Democrático de Derecho 
La aplicación del principio de oportunidad está “sujeta al control de legalidad 
que ejerce el juez de control de garantías” (Daza González, 2012, p.152) y se ha 
establecido en el ordenamiento como un mecanismo sobre el cual se busca, por un lado 
descongestionar el sistema penal, pero sobre todo, brindarle un mayor sentido de 
justicia al derecho colombiano. 
No obstante, hay autores que señalan que “este principio también sirve al fin del 
proceso penal de proteger los derechos fundamentales del procesado, propio de un 
Estado social y democrático de derecho” (Daza González, 2012, p.152) en tanto que 
como se ha visto a lo largo del documento, vela por la protección de los imputados 
siempre y cuando esté contemplado dentro del marco legal. 
No obstante, en sentencia C-738 de 2008 se señala lo siguiente: 
“La Corte evidencia que la protección de los derechos de los menores 
no sería efectiva si el Estado renunciara a sancionar las conductas que 
afectan de manera grave derechos de categoría prevalente. La función 
disuasiva de la pena se encamina a que los abusos cometidos contra 
los niños y adolescentes dejen de cometerse, por lo que renunciar a 
ella despojaría al Estado de una herramienta crucial en la lucha contra 
el abuso infantil. Asimismo, atendiendo a los limites mismos del 
principio de oportunidad, el Estado no está autorizado para omitir, 
suspender o renunciar a la acción penal cuando el afectado  en estos 
casos es un menor de edad.” (Colombia. Sentencia C-738/08). 
Como se ve, la Corte ha declarado que el principio de oportunidad no puede 
aplicarse para todos aquellos acusados de un delito contra menores, incluso así cumpla 
con las condiciones que ya se han expuesto, son las necesarias para acceder al principio. 
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No obstante, la no aplicación del principio de oportunidad, siempre y cuando se 
tengan las circunstancias para hacerlo, en un Estado social de derecho como el que 
caracteriza y describe a Colombia, permite ver que solo es una cuestión de 
interpretación y que excede los límites del formalismo legal. 
A propósito, hay que resaltar que por su parte, el legislador, goza de 
independencia para establecer los sucesos o situaciones en las que el principio es viable. 
Por consiguiente, se puede asegurar que es la Fiscalía quien decide quién puede ser 
merecedor de su principio de oportunidad o quien por el contrario, no lo sea.  
Así las cosas, la aplicación del principio de oportunidad solo sería ilegal en tanto 
que haya alguna inconsistencia con las regulaciones hechas por la ley en consonancia 
con una conducta desproporcionada o irracional.  
Pero como se vio, la Fiscalía y la Corte han decidido que no se puede aplicar el 
principio de oportunidad en tanto que va en contra de la protección de los derechos de 
los menores. Por supuesto, se comprende que se niega la aplicación del principio se 
debe al interés que tienen para la sociedad y el Estado, el velar por la garantía de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
Sin embargo, la prohibición de aplicar el principio de oportunidad en conductas 
punibles relacionadas con el homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, 
delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra 
niños, niñas y adolescentes, va en contravía de la cláusula social, de la forma de Estado, 
a razón de las siguientes consideraciones: 
Implica una valoración ex ante del delito, atentando contra la igualdad material, 
estableciendo una igualdad puramente formal, sin atención a las circunstancias del caso 
concreto, dejando por fuera la posible aplicación y análisis del principio de oportunidad, 
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conforme a las decisiones propias del procesado en el marco de la estrategia que adopte 
en el proceso, lo cual además, quebranta su libertad.  
Por otro lado, impide la pronta reinserción social del procesado, en el marco de 
la prevención especial, como fines de la pena, lo que va en contravía del principio de 
solidaridad. 
Esta prohibición, coloca la prevención general por encima de la prevención 
especial, lo cual va en contra del individuo, sus libertades y derechos, en el marco del 
Estado de derecho. 
Todo esto coloca la sociedad, sus intereses y concepciones, por encima del 
propio individuo, convirtiéndolo en una herramienta para el alcance de las visiones e 
intereses de la sociedad, por fuera de las libertades individuales, en contravía del Estado 
antropocéntrico, matizado por el principio de solidaridad. 
Ahora bien, es necesario establecer un marco jurídico en el que se validen todas 
las afirmaciones y deducciones realizadas en este apartado. Por tal razón, a continuación 
se presenta dicho marco teniendo en cuenta los principios expuestos por la constitución 
y las garantías de los procesados. 
4.1 Marco jurídico 
Para comenzar a establecer un marco jurídico del principio de oportunidad, se 
hace necesario decir que en Colombia se implementó un cambio en los artículos 116, 
250 y 251 de la Carta Política colombiana, por medio de un acto legislativo (03 de 
2002), en el que se logró la intromisión “del ordenamiento jurídico penal el llamado 
Sistema Penal Acusatorio” (Berrio, Montoya, & Prieto, 2010, p.11).  
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Por otro lado, el Congreso de la República expidió la Ley 906 de 2004 en la cual 
se señala lo siguiente: 
“El principio de oportunidad es la facultad constitucional que le 
permite a la Fiscalía General de la Nación, no obstante que existe 
fundamento para adelantar la persecución penal, suspenderla, 
interrumpirla o renunciar a ella, por razones de política criminal, 
según las causales taxativamente definidas en la ley, con sujeción a la 
reglamentación expedida por el Fiscal General de la Nación y 
sometido a control de legalidad ante el Juez de Garantías”. 
 De esta manera, la justicia penal logra un considerable alivio de su sistema 
puesto que dicha concepción, lo vuelve más efectivo en tanto que facilita y resuelve la 
administración de justicia penal; específicamente, aquellas acciones penales de un bajo 
impacto social.  
Esto está dispuesto en el Código de Procedimiento Penal de la siguiente manera: 
“Art. 324. 1. “Cuando se tratare de delitos sancionados con pena 
privativa de la libertad cuyo máximo señalado en la Ley no exceda de 
seis (6) años o con pena principal de multa, siempre que se haya 
reparado integralmente a la víctima conocida o individualizada; si esto 
último no sucediere, el funcionario competente fijará la caución 
pertinente a título de garantía de la reparación, una vez oído el 
concepto del Ministerio Público. Esta causal es aplicable, igualmente, 
en los eventos de concurso de conductas punibles siempre y cuando, 
de forma individual, se cumpla con los límites y las calidades 
señaladas en el inciso anterior. 2. Cuando a causa de la misma 
conducta punible la persona fuere entregada en extradición a otra 
potencia. 3. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa 
de otra conducta punible y la sanción imponible en Colombia carezca 
de importancia comparada con la impuesta en el extranjero, con 
efectos de cosa juzgada. 4. Cuando el imputado o acusado, hasta antes 
de iniciarse la audiencia de juzgamiento, colabore eficazmente para 
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evitar que el delito continúe ejecutándose, o que se realicen otros, o 
cuando suministre información eficaz para la desarticulación de 
bandas de delincuencia organizada. 5. Cuando el imputado o acusado, 
hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, se compromete a 
servir como testigo de cargo contra los demás procesados, bajo 
inmunidad total o parcial. En este evento los efectos de la aplicación 
del principio de oportunidad quedarán en suspenso respecto del 
procesado testigo hasta cuando cumpla con el compromiso de 
declarar. Si concluida la audiencia de juzgamiento no lo hubiere 
hecho, se revocará el beneficio. 6. Cuando el imputado o acusado, 
hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, haya sufrido, a 
consecuencia de la conducta culposa, daño físico o moral grave que 
haga desproporcionada la aplicación de una sanción o implique 
desconocimiento del principio de humanización de la sanción. 7. 
Cuando proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el marco 
de la justicia restaurativa y como consecuencia de este se cumpla con 
las condiciones impuestas. 8. Cuando la realización del procedimiento 
implique riesgo o amenaza graves a la seguridad exterior del Estado. 
9. En los casos de atentados contra bienes jurídicos de la 
administración pública o de la recta administración de justicia, cuando 
la afectación al bien jurídico funcional resulte poco significativa y la 
infracción al deber funcional tenga o haya tenido como respuesta 
adecuada el reproche institucional y la sanción disciplinaria 
correspondientes. 9 10. En delitos contra el patrimonio económico, 
cuando el objeto material se encuentre en tal alto grado de deterioro 
respecto de su titular, que la genérica protección brindada por la ley 
haga más costosa su persecución penal y comporte un reducido y 
aleatorio beneficio. 11. Cuando la imputación subjetiva sea culposa y 
los factores, que la determinan califiquen la conducta como de 
mermada significación jurídica y social. 12. Cuando el juicio de 
reproche de culpabilidad sea de tan secundaria consideración que haga 
de la sanción penal una respuesta innecesaria y sin utilidad social. 13. 
Cuando se afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando 
se dé la reparación integral y pueda deducirse que el hecho no volverá 
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a presentarse. 14. Cuando la persecución penal de un delito comporte 
problemas sociales más significativos, siempre y cuando exista y se 
produzca una solución alternativa adecuada a los intereses de las 
víctimas. Quedan excluidos en todo caso los jefes, organizaciones, 
promotores, y financiadores del delito. 15. Cuando la conducta se 
realice excediendo una causal de justificación, si la desproporción 
significa un menor valor jurídico y social explicable en el ámbito de la 
culpabilidad. 16. Cuando quien haya prestado su nombre para adquirir 
o poseer bienes derivados de la actividad de un grupo organizado al 
margen de la ley o del narcotráfico, los entregue al fondo para 
Reparación de Víctimas siempre que no se trate de jefes, cabecillas, 
determinadores, organizadores promotores o directores de la 
respectiva organización. 17. Al desmovilizado de un grupo armado 
organizado al margen de la ley que en los términos de la normatividad 
vigente haya manifestado con actos inequívocos su propósito de 
reintegrarse a la sociedad, siempre que no haya sido postulado por el 
Gobierno Nacional al procedimiento y beneficios 10 establecidos en la 
Ley 975 de 2005 y no cursen en su contra investigaciones por delitos 
cometidos antes o después de su desmovilización con excepción de la 
pertenencia a la organización criminal, que para efectos de esta ley 
incluye la utilización ilegal de uniformes e insignias y el porte ilegal 
de armas y municiones. Para los efectos de este numeral, el fiscal 
presentará la solicitud para la celebración de audiencias individuales o 
colectivas para la aplicación del principio de oportunidad” (Código de 
Procedimiento Penal. Colombia). 
Por consiguiente, se pueden deducir para tener en cuenta, diferentes grupos 
sobre los cuales se dividen las razones de aplicación del principio de oportunidad dentro 
del ordenamiento colombiano. 
Esto grupos son los siguientes: 
1. “Razones pragmáticas o de interés nacional 
2. Colaboración con la justicia y desarticulación criminal.  
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3. Delitos de escaso o nulo impacto social.  
4. No necesidad de la pena y mínima culpabilidad.  
5. Reparación de las víctimas y justicia restaurativa.  
6. Primacía del interés social o utilidad pública. (Camargo, 
Morales, & Osuna, 2010, p.84)” 
Como se ve, están expresamente mencionado en el ordenamiento colombiano en 
qué momentos o casos la Fiscalía General de la Nación puede interrumpir, suspender o 
renunciar a la persecución de una acción penal.  
Por su parte, en la Constitución Política se modificó el artículo 250 mediante el 
acto legislativo 03 del 19 de diciembre de 2002 y quedó de la siguiente manera: 
“Art. 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar 
el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos 
que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de 
oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 
fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en 
consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución 
penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del 
principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política 
criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por 
parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías. Se 
exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo y en relación con el mismo servicio.” (Constitución 
Política de Colombia). 
Paralelamente, es necesario señalar los artículos 1 y 2 en donde se reseñaron los 
objetivos del Estado Social de Derecho y la explicación sucinta de en cabeza de quien 
está la aplicabilidad del Principio de Oportunidad, en entorno social y jurídico que 
permita una solución oportuna y eficaz de los problemas. 
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En este orden de ideas, también se puede señalar el Código de Infancia y 
Adolescencia Ley 1098 de 2006 en su artículo 199 “Beneficios y Mecanismos 
sustitutivos. Cuando se trate de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo 
modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexual, o secuestro, 
cometidos contra Niños, Niñas y Adolescentes (…)”, que está relacionado con la no 
aplicabilidad del Principio de Oportunidad, cuando los NNA sea víctimas de delitos 
especiales porque a nivel constitucional la primera garantía que brinda el Estado es la de 
protección y por ende este beneficio debería ser aplicado más aun cuando se trata de una 
vulneración de un conflicto social. 
Se debe tener en cuenta para poder dar respuesta al problema planteado y brindar 
de forma analítica una posible solución al mismo, desde el estudio aplicado de la 
Sentencia C- 738 de 2008, de la Corte Constitucional, para determinar el por qué el 
articulo antes mencionado fue declarado exequible por esta honorable Corporación y es 
la fuente primordial del estudio para desvirtuar la tesis de la Jurisprudencia y la 
Doctrina de los diferentes autores estudiados, en cuanto a que el Principio de 
Oportunidad debe ser aplicado taxativamente, cuando en realidad existe un gran abismo 
en relación primero a que debe ser un precepto meramente Constitucional porque es el 
fin de un Estado como el Colombiano y por otra parte mirar el grado de flexibilidad que 
la misma Jurisprudencia muestra para señalar que la mejor solución es la aplicación de 
este mecanismo, al menos cuando se trate de delitos especiales en donde los NNA sean 
víctimas. 
De igual manera se debe tener en cuenta la Ley 906 de 2004 “ Código de 
procedimiento Penal”, en el análisis concienzudo de los fines del Derecho Penal como 
ultima ratio en ser utilizado frente a los diferentes conflictos sociales que se pretenden 
solucionar al no aplicar el Principio de Oportunidad frente a si en Colombia existe una 
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verdadera Acción Penal que identifique al proceso de una eficaz , son confundirlo con el 
principio de Legalidad, pues sus preceptos están bien definidos y son claros , pero a 
manera de la realidad la aplicación de este beneficio muchas veces es confundió y por 
ende seria irrisorio, cuando se trata de que está en cabeza de la misma Fiscalía General 
de la Nación y estaría en este caso actuando como Juez, porque es quien está en la 
responsabilidad de concederlo o no a la persona imputada. 
Todo esto se entendió desde la Doctrina y teniendo como fuente de estudio y de 
análisis profundo el texto “La discrecionalidad en el principio de la Acción Penal frente 
a los fines del proceso Penal en el Estado Social y Democrático de Derecho”, del Doctor 
Alfonso Daza González (2012).  
En este estudio también se pretendió investigar, con un propósito no solo 
instructivo sino también propositivo y de esta forma, comparar las diferentes autores en 
sus tesis planteada por cada uno para que después de ello mis soportes fueran más 
certeros, entre ellos se destaca la obra titulada: “La propuesta de un Nuevo Código de 
procedimiento penal”, del autor Jaime Enrique Granados (1999), así como el texto 
titulado “El Principio de Oportunidad”, de José Joaquín Urbano (2011), entre otros. 
A nivel Legal, es necesario que se contemplen las siguientes Leyes; a saber: Ley 
1142 de 2007: “Por la cual se reforma parcialmente la ley 906 de 2004, 599 de 2000y 
600 de 2000 y se adoptan medidas para la prevención y reparación de la actividad 
delictiva especial impacto para la convivencia y la seguridad”; Ley 1312 de 2009: “Por 
la cual se reforma la Ley 906 de 2004 en relación con el principio de Oportunidad”. 
De ahí radica también la importancia de la corresponsabilidad del Estado con 
otros estados, a través del bloque de Constitucionalidad como fuente de protección de 
derechos fundamentales, permite visualizar a los actores y sus acciones dirigidas a 
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asegurar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, vinculando a la familia, a la 
sociedad y el Estado frente al cuidado y protección, de ahí el aunar esfuerzos por parte 
de todos los actores Gubernamentales en determinar el por qué si sería viable la 
aplicación del Principio de Oportunidad, en delitos especiales, por esta razón el doctor 
Aroldo Quiroz Monsalvo (2009) en el Manual de Derecho de Infancia y Adolescencia, 
funda que  
“Dentro del bloque de constitucionalidad se incorporan todos los 
tratados de derechos humanos ratificados por Colombia 
constituyéndose en fuente de interpretación y de orientación en su 
aplicación y de las cuales se desarrolla el código de infancia y 
adolescencia” (Quiroz, 2009, p.65). 
Se comprende que en la medida que Colombia adopta en su ordenamiento los 
tratados y Convenios internacionales, proporcionando que las autoridades 
administrativas y judiciales posean herramientas no reales y justas para resguardar los 
derechos en igual de condiciones de víctimas y victimarios. La sentencia C-055 del 3 de 
Febrero de 2010, con ponencia del magistrado Juan Carlos Henao Pérez, refiriéndose a 
los derechos de la infancia y adolescencia, resalta que  
“La ordenación Constitucional sobre este sector de la población se 
encuentra determinado tanto por la propia carta de 1991 como por los 
tratados internacionales que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad a más de otras previsiones normativa reconocida 
por la jurisprudencia como parámetros de constitucionalidad en esta 
materia, se alude por una parte al artículo 44 constitucional en el cual 
se consagran con carácter ius-fundamental expresa los derechos de los 
niños, la máxima pluralidad de sujetos obligados a la asistencia y 
protección del niño(familia, sociedad y Estado), la exigibilidad de las 
posiciones jurídicas de los derechos consagrados, y finalmente su 
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carácter prevalente respecto de los derechos de los demás” (Quiroz, 
2009, p.56).  
Sin embargo, ello si bien debe un deber ser del Estado Social de Derecho, frente 
a la aplicación del Principio de Oportunidad se hablaría de que no se contemplaría 
riesgo en la necesidad de su aplicación, ya que este se deriva de un carácter discrecional 
en donde la norma no señala que otra clase de delitos seria la aplicación del mismos 
permitiendo la no satisfacción de los conflictos sociales y porque no Jurídicos también , 
ya que si la Carta Magna es el principio de toda base que tiene el Estado para la 
creación de normas , él también debe prever cuando el legislador no es claro en la 
apreciación de los diferentes casos a que halle lugar en determinada situación no ajena a 
ser garante de Derechos inmensos en el mismo contexto normativo y de acuerdo a los 





Una de las principales conclusiones del trabajo aquí desarrollado, es que la no 
aplicación del Principio de Oportunidad en los casos penales cuando las víctimas sean 
menores de edad, se debe al exagerado formalismo legal, al demasiado proceder y poca 
efectividad al momento de ejercer y promulgar las garantías constitucionales, generando 
una falsedad en la justicia, ya que si el Estado promulga la igualdad para efectuar las 
garantías a los asociados, estas no deben ser excluyentes y mucho menos condicionadas. 
Por lo tanto, se concluye que dentro del marco del Estado social y de derecho, el 
principio de oportunidad no es acorde con los objetivos del derecho y el proceso penal 
en tanto que no logra establecer ni asegurar las garantías de los acusados; de hecho, su 
aplicación en los casos concretos del país, son incipientes. 
De tal manera, se puede evidenciar que el sistema judicial de Colombia es en 
extremo circunspecto, reservado, fundamentado tanto en los funcionarios como en la 
sociedad y su visión coercitiva del proceso penal.  
Por consiguiente, queda en entredicho también la teoría referente al principio de 
oportunidad en Colombia puesto que la práctica concreta, dista significativamente de lo 
que se ha planteado y de los objetivos e intereses del derecho penal.  
Además, es necesario tener en cuenta que el sistema penal acusatorio no es 
considerado en su totalidad como puro, ya que es una mezcla de otros ordenamientos 
jurídicos, que muchas veces no se corresponde con la realidad de los hechos a investigar 
y que permiten las injusticas de la no aplicación del principio de oportunidad, sin definir 
en qué delitos no cabe tal aseveración y en qué casos sí, dejando un vacío a las victimas 
sin saber qué acciones pueden incoar ante la dificultad de hacer valer sus garantías 
inmersas en la Carta Política de Colombia. 
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Por otro lado, a partir del Principio de Oportunidad se puede proponer la 
creación de mecanismos, que sin vulnerar el principio de Legalidad, permita a las partes 
una congruencia entre los principios, sin que la discrecionalidad del Fiscal y del juez en 
emitir valoraciones, dañe los derechos fundamentales a que todo asociado tiene. 
El conocimiento certero de los principio sirve de prueba material ante la misma 
Corporación para declarar la inconstitucionalidad de la norma acusada, la Ley 1098 de 
2006, en su artículo 199 principalmente en el numeral 3, ya que en la parte motiva 
señalan que no es inconstitucional por referirse a los principios que afecta cuando no se 
aplica el principio de oportunidad, cuando las víctimas son menores de edad, se sostiene 
que se niega el principio de igualdad, legalidad, debido proceso y derecho a las víctimas 
en un grado de que se valora la pena y no se tiene en cuenta el cumplimiento de los 
fines de un Estado como el Colombiano. 
Inconstitucionalidad que se sustenta en una estructura de pensamiento 
constreñida a la importancia de la protección especial de los menores y de un temor de 
parte, de nuevo, tanto de los funcionarios como de la sociedad, de no castigar con 
suficiente severidad las conductas punibles y permitir impunidad en el sistema. 
Finalmente, se propone hacer una revisión tanto social como doctrinal de la 
visión que se tiene con respecto al principio de oportunidad, por lo que se deja abierto el 
camino a investigaciones articuladas con otras disciplinas humanistas que ofrezcan un 
punto de vista enriquecedor a los objetivos y fines del derecho. 
Además, sería pertinente hacer una investigación de derecho comparado que 
hiciera un contraste entre las diferentes maneras de tratamiento del principio de 
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